
COOFICIALIDAD LINGÜÍSTICA: UN RETO POSIBLE

José Manuel Vaamonde Fernández

Licenciado en derecho.
Oficial y secretario del juzgado de paz de Outes

The abstract can be found at the end of the article.
El resum és al final de l’article.

Sumario

I. Introducción

No resulta fácil escribir sobre un tema tan complejo desde la más ab-
soluta asepsia jurídica. Tampoco puedo ni quiero soslayar mi situación per-
sonal: formo parte de una comunidad bilingüe de facto. Ello quizás me abo-
que a una cierta parcialidad y a una visión diferente de la que puedan tener
otras personas con cultura monolingüe pero, en definitiva, todos seguimos
siendo «nosotros y nuestras circunstancias» y no podemos abstraernos de
ellas de forma absoluta ni siquiera en el mundo jurídico.

Entraña, por otra parte, una cierta dificultad escoger el momento para
abordar la cuestión, sin riesgo de parecer oportunista, toda vez que la serie
de episodios que se han generado por razón de las lenguas, lejos de haber
quedado zanjados y resueltos, son frecuentes y continuos, gozando de una
trascendencia y repercusión pública de la que carecen otros asuntos que
hallan solución, sin estridencias, todos los días en los tribunales.1

1. Por citar alguno de los ejemplos más manidos recientemente, piénsese en las sub-

53Revista de Llengua i Dret, núm. 39, 2003.

III. Introducción
III. Necesidad de una regulación del plu-

ralismo lingüístico
III. El régimen de cooficialidad lingüística

en la constitución vigente
IV. Oficialidad lingüística
IV. La jurisprudencia en relación con los

principales conflictos planteados en
torno a las lenguas cooficiales
A. Acceso a la función pública
B. Interrelación, oral y escrita, entre

los ciudadanos y la Administra-
ción

C. Enseñanza
D. Administración de justicia

1) Alcance de la cooficialidad
ante los órganos del poder ju-
dicial

2) Indefensión y deber de cono-
cimiento del castellano

3) La formación lingüística del
personal de los órganos judi-
ciales

E. Registro mercantil
F. Registro civil
VI. Conclusiones



La cuestión lingüística despierta muchas sensibilidades y trasciende su
propia problemática intrínseca. Aquellas dificultades que deberíamos sol-
ventar en el plano meramente educativo, jurídico, instrumental y articular
de la convivencia natural de varias lenguas se ven teñidas, además, por
cuestiones extrañas que pretenden presentar la presencia de varias lenguas
en un mismo territorio como un motivo de confrontación; ahí está el error,
en mi opinión: las lenguas han de convivir; tan sólo debemos encontrar los
mecanismos adecuados para ello.

Resultaría difícil entender una actitud de rechazo hacia la lengua pro-
pia por parte de los integrantes de un determinado pueblo; sería algo así
como renegar del legado cultural transmitido de unas generaciones a otras.
Pero una actitud es el rechazo y otra distinta es aquella que, admitiendo y
respetando la convivencia con otra lengua, se opta por elegir una lengua
distinta de la específica territorial, como elemento principal para canalizar
hacia el exterior el pensamiento. La situación deseable, al menos en la
transmisión oral, sería la práctica de un bilingüismo pasivo y recíproco en
aquellos casos de no coincidencia de lengua entre emisor y receptor: la
comprensión de los mensajes recibidos en una lengua y la transmisión de
los propios en la lengua vehicular habitual.

Afortunadamente, creo que ya hemos superado la etapa de hacer ban-
dera y partido de una determinada lengua. El idioma, como integrante cul-
tural, es patrimonio de todos y será la sociedad en su conjunto, libremente,
la que dictamine sobre el rumbo que toma una lengua y si ésta pervive o
muere en el seno de la misma.2

Los cambios sociales que se avecinan en los albores del siglo xxi no de-
ben llamarnos a la sorpresa, y no creo que sea descabellado pensar, a largo
plazo, en la necesidad de incluir nuevos idiomas oficiales si el flujo migra-
torio y el descenso de natalidad siguen al ritmo actual. En la medida que
haya minorías más amplias será lógico pensar, si son una parte significativa
de población, en atender sus demandas lingüísticas.

No obstante todo lo dicho, se intentará en las páginas siguientes atener-
nos a criterios jurídicos, sin renunciar a la crítica o comentario personal que
se crea oportuno. La opinión también forma parte del universo jurídico.

venciones por parte de algunas comunidades autónomas a diversas manifestaciones cultura-
les en lengua propia; el pretendido porcentaje de proyecciones en las salas de cine de cintas
en dicha lengua; las pretensiones de algunos municipios para declarar como lengua preemi-
nente la propia de la comunidad autónoma, y cómo no citar el futuro Decreto de las huma-
nidades, que concita todo tipo de comentarios y que involucra, también, a las lenguas.

2. Obsérvese el caso del gaélico en Irlanda, que no ha soportado el avance arrollador
del inglés y parece llamado a la extinción.
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II. Necesidad de una regulación del pluralismo lingüístico

Pese a las distintas versiones históricas, hay algo en lo que creo que
convergeremos: España ha sido y es esencialmente plural.

El Estado unitario-autonómico, como fórmula de organización política
y territorial, no está resultando del todo satisfactorio, amén de generar una
pugna reivindicativa constante y que impide aunar esfuerzos. Se ofrece
como posible alternativa el estado federal; pero en contra se posicionan au-
torizadas voces argumentando que nuestro Estado de las autonomías ha
logrado, para éstas, mayores cotas de competencias de las que gozan los es-
tados federados. Desde mi punto de vista, no creo que sea un problema de
más o menos competencias, sino sencillamente la vieja cuestión de que «las
cosas no sólo tienen que ser, sino parecer que lo son». Las comunidades
autónomas (al menos, algunas de ellas) parecen aspirar a otro estatus y qui-
zá sus anhelos se vean colmados con la fórmula federal, pudiendo cerrar así
el no resuelto problema de la vertebración territorial.

Trescientos años de historia —o quinientos, según se mire— no han
podido apagar la llama de las nacionalidades existentes y cualquier solu-
ción pasa por el reconocimiento de las mismas.

En la fase preconstituyente se plantea el reconocimiento del hecho
multilingüe; pero no se podía abordar la cuestión de manera aislada, sino
que ello iba unido a la articulación territorial y política del Estado, desem-
bocando finalmente en lo que conocemos como el «Estado de las autono-
mías» y que tiene su asiento en el título VIII de la Constitución de 1978. 

Inspirado en el modelo de la Constitución republicana y en la Consti-
tución italiana de 1947, el Estado de las autonomías no ha sido sino un es-
fuerzo conjunto por pasar página en la historia de España y la voluntad por
iniciar otra, dotándose de un ordenamiento jurídico cuyos valores sean la
libertad, la justicia, la igualdad y el pluralismo político.3 No era ni es la úni-
ca opción posible; sencillamente ha sido la solución que hemos escogido
mayoritariamente en un determinado momento histórico (y que las gene-
raciones futuras acogerán o modificarán, al igual que nosotros hemos he-
cho con el pasado).

Si se respetan las reglas del juego democrático, se puede defender cual-
quier postura, idea o alternativa, pacíficamente; incluso opciones indepen-
dentistas. Siempre habrá un punto de encuentro necesario. Véase que na-
die cuestiona la construcción europea y todo parece apuntar a un diseño
sobre una constitución común que, en buena medida, suplantará a las cons-

3. Art. 1.1 de la ce.
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tituciones nacionales. Dicho de forma gráfica, todos estaremos bajo el pa-
raguas europeo y deberemos respetar unas mismas normas.

Lo cierto es que tanto en el sistema federal, confederal o en el Estado
de las autonomías siempre será necesaria una regulación del multilingüis-
mo, por varias razones, entre las que podemos destacar:

— Por razones de seguridad jurídica: habrá que garantizar el acceso de
todos al conocimiento de las normas y también de aquellos actos de
los poderes públicos y de personas privadas que, directa o indirec-
tamente, nos puedan afectar.

— Por razones de defensa de las minorías.
— Por razones de conservación del legado cultural que entraña la

transmisión de la lengua.
— Por razones de la necesidad de proscribir supuestos discriminato-

rios en función de la lengua.
— Para articular un sistema de utilización de las mismas, cuando concu-

rran varias que podrían utilizarse en un determinado momento y acto.

Pero, ¿cómo debe abordarse la regulación?: ¿con normas minuciosas y
detalladas, o con directrices generales y dejando a los tribunales los casos
puntuales, conflictivos, que pudieran surgir? Milian Massana4 apunta que
habrá que atender a tres factores para decidir la regulación legal: en primer
lugar, la distribución de la población; en segundo término, el grado de con-
flictividad que genere el contacto de las lenguas y, por último, el grado de
equilibrio en que se hallen todas ellas.

Sin ser fácil la elección, el legislador constituyente alumbró el art. 3 de
la ce, dibujando en él la columna vertebral de la regulación lingüística;
pero, eso sí, con grandes dosis de generalidad. La Constitución, a su vez,
llama a los estatutos de autonomía y éstos a las leyes de normalización lin-
güística y demás preceptos sectoriales, teniendo en cuenta la realidad social
e histórica de cada comunidad autónoma.5 Al final, como casi siempre
ocurre, a uno le asalta la duda cuando examina la jurisprudencia del Tri-
bunal Constitucional y del Tribunal Supremo sobre si realmente el legisla-
dor quiso decir todo lo que los tribunales han dicho. Pero tal es el sistema

4. Milian Massana, Antoni, «La regulación constitucional del multilingüismo», redc,
núm. 11, 1984, pág. 122 y ss.

5. Se comprenderá que dentro de los factores apuntados poca similitud guarda el caso
valenciano respecto del vasco, o el gallego del catalán. El número de personas, por territorio,
que comprenden la lengua propia, que la comprenden y además la emplean es diferente en
cada comunidad.
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de fuentes de nuestro ordenamiento jurídico,6 y si el legislador no prevé so-
lución para los posibles conflictos que se pueden generar, no queda otra
opción que aceptar la que los tribunales decreten.

III. El régimen de cooficialidad lingüística 
en la Constitución de 1978

Al margen de otros preceptos constitucionales7 en los que se alude a él,
donde se aborda el hecho multilingüe es en el art. 3 de la Carta magna; aquí
se establece el marco legal en el que va a fluctuar la realidad lingüística:

Del precepto transcrito podemos extraer las siguientes afirmaciones:

1) Que el castellano es la única lengua oficial del conjunto del Esta-
do; y que, como consecuencia de ello, todos los españoles tienen el deber
de conocerlo. Podemos citar en contraposición el caso suizo, donde coe-
xisten varias lenguas que son oficiales en toda la Confederación: el alemán,
el francés y el italiano (amén de reconocer también como lengua nacional,
aunque no oficial, el retorromano).

2) Que, en régimen de cooficialidad, se reconocerán otras lenguas
que sólo serán oficiales en los respectivos territorios de las comunidades
autónomas.

3) Que la Constitución no enumera cuáles son o serán las lenguas ofi-
ciales en las distintas comunidades autónomas ni establece el régimen jurí-
dico de las mismas, quedando ello reservado a los estatutos de autonomía,
como norma básica, y a las demás normas de desarrollo.8

4) Que como consecuencia de lo anterior, nada obstaría para que una
determinada comunidad autónoma estableciera como lenguas cooficiales,

6. Art. 1.6 del Código civil.
7. Párrafo 4º del preámbulo, art. 20.3, 148.1.17 y disposición final.
8. En particular, las leyes de normalización lingüística y los distintos decretos y órdenes

sectoriales en aplicación de las primeras.
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«1. El castellano es la lengua ofi-
cial del Estado. Todos los españoles tie-
nen el deber de conocerla y el derecho
de usarla.

2. Las demás lenguas españolas
serán también oficiales en las respecti-

vas comunidades autónomas de acuer-
do con sus estatutos.

3. La riqueza de las distintas mo-
dalidades lingüísticas de España es un
patrimonio cultural que será objeto de
especial respeto y protección.»



conjuntamente con el castellano, otras lenguas que no fueran las mayorita-
rias del respectivo territorio. A título de mera hipótesis, Castilla y León po-
dría reconocer como lengua cooficial el gallego, por su especial vinculación
con las gentes de las zonas limítrofes del Bierzo,9 o también la comunidad
autónoma vasca podría hacer lo mismo en determinados territorios, en
función de los grandes movimientos migratorios de los años sesenta y se-
tenta, desde Galicia hacia Euskadi.

5) Que las lenguas que no han alcanzado el rango de «oficial» no
pueden ser ignoradas y deberán ser objeto de la especial protección que
ordena el art. 3.3 de la ce, que incumbe tanto al Estado como a las comu-
nidades autónomas.

IV. Oficialidad lingüística

La declaración de oficialidad de una lengua comporta una serie de
efectos jurídicos que no tienen otras lenguas o modalidades lingüísticas
existentes,10, 11 y los tienen por decisión del legislador, independientemen-
te de su realidad y peso como fenómeno social.12

9. En este sentido me hago eco de la noticia de prensa recogida en La Voz de Galicia,
en su edición de 22 de mayo de 2001, que recoge la sensibilidad que ha comenzado a mos-
trar la Administración castellano-leonesa por esta cuestión, al permitir para el curso acadé-
mico 2001-2002 que los niños del Bierzo puedan estudiar gallego como asignatura optativa.

10. Habrá que ver, sin embargo, qué rumbo toma la declaración del Tribunal Consti-
tucional en su reciente Sentencia 48/2000, de 24 de febrero, recurso de amparo electoral
955/2000, promovido por Andecha Astur frente a la resolución de la Junta Electoral de As-
turias y sentencia del Juzgado de lo contencioso-administrativo núm. 2 de Oviedo, que de-
negaron la proclamación de la candidatura de dicho partido al Congreso de los Diputados y
al Senado por no convalidar las declaraciones de aceptación de los candidatos en «bable». El
Tribunal Constitucional finaliza arguyendo que «dado que la voluntad de concurrir a las
elecciones es manifiesta, que la modalidad lingüística empleada resulta comprensible y que
se han cumplido los demás requisitos exigidos por la ley [...] se ha vulnerado a la recurrente
su derecho fundamental ex art. 23.2 de la ce por lo que procede otorgar el amparo». Recor-
demos que el art. 36 de la lrjpac exige la presentación de los escritos en alguna de las len-
guas oficiales.

Lo curioso resulta que esta misma cuestión ya había sido resuelta por la stc 27/1996, de
15 de diciembre de 1996, teniendo allí un resultado totalmente opuesto. Razona, ahora, el
Tribunal Constitucional que el marco jurídico en el Principado había cambiado en el tiem-
po que media entre una y otra sentencia. En 1998 se promulga la Ley autonómica 1/1998, de
23 de marzo, sobre uso y promoción del bable/asturiano, y por la Ley orgánica 1/1999 se re-
forma el Estatuto de autonomía, acogiendo en ambas normas que el bable será objeto de
protección, y que se tendrá por válido a todos los efectos el uso del mismo en las comunica-
ciones orales o escritas de los ciudadanos con el Principado de Asturias. Pero a ello hay que
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Otorgar a una lengua el carácter de «oficial» entraña su adopción como
vehículo de comunicación, en sus diversos niveles, en el seno de los pode-
res públicos (intracomunicación, intercomunicación y extracomunicación)
y reconocerla, análogamente, como vehículo de relación de los ciudadanos
hacia dichos poderes públicos. En la lengua oficial, por tanto, se publica-
rán las normas, se redactarán y notificarán los actos; será la empleada en los
debates de las instituciones parlamentarias y de los órganos colegiados; en
ella se tramitarán las causas judiciales, etc. También será la lengua a través
de la cual se relacionen los ciudadanos y administrados con los poderes y
las administraciones públicas.13

Pero no deben finalizar ahí los efectos de la declaración de oficialidad,
so pena de crear a largo plazo una lengua de notable carácter burocrático y
técnico. Los efectos de la oficialidad trascienden al terreno privado, gozan-
do de la misma eficacia jurídica las manifestaciones de voluntad emitidas
entre personas privadas (contratos, testamentos, meras declaraciones, etc.)
que las emitidas ante los poderes públicos.

La oficialidad de una lengua también supone un derecho de los ciuda-

objetar dos impedimentos: de un lado, el bable no alcanza el carácter de lengua oficial y, de
otro, como consecuencia de lo anterior, y siendo la Junta Electoral órgano administrativo,
sólo puede recibir escritos en alguna de las lenguas cooficiales. En este sentido se había pro-
nunciado el Tribunal Constitucional en la Sentencia 27/1996: «ninguna duda se puede al-
bergar de que sólo las lenguas cooficiales se encuentran permitidas como vehículo de los
procedimientos administrativos, y el bable no lo es puesto que el Estatuto del Principado no
lo establece así».

Ante ello sólo quedan dos soluciones: o bien se eleva a la categoría de oficial al bable, o
bien se reforma la lrjpac en el sentido de admitir aquellas actuaciones documentadas en
idiomas «no cooficiales, pero con un plus de protección especificado por la comunidad au-
tónoma». Justificar su admisión con apoyo en una debida protección no habría debido anu-
darse a ese nuevo marco jurídico, porque ello ya lo podía haber dicho antes, según lo que es-
tablece el art. 3.3. de la ce.

11. Omito citar el número de repertorio de las sentencias del Tribunal Constitucional
que se mencionan en este trabajo, toda vez que coincide, en todas ellas, con el número de la
sentencia. También debo indicar que las sentencias que refiramos del Tribunal Supremo, si
no se dice lo contrario, pertenecen todas a la Sala de lo Contencioso Administrativo.

12. stc 82/1986 de 26 de junio de 1986, fj 2: «[...] es oficial una lengua, independien-
temente de su realidad y peso como fenómeno social, cuando es reconocida por los poderes
públicos como medio normal de comunicación en y entre ellos y en su relación con los suje-
tos privados, con plena validez y efectos jurídicos (sin perjuicio de que, en ámbitos específi-
cos, como el procesal, y a efectos concretos, como evitar la indefensión, las leyes y los trata-
dos internacionales permitan también la utilización de lenguas no oficiales y por los que
desconozcan las oficiales)».

13. Milian Massana, Antoni, «La regulación constitucional...», redc, núm. 11, 1984,
pág. 131.
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danos para poder acceder y disfrutar de otras manifestaciones vitales cana-
lizadas a través de la misma; piénsese, por ejemplo, en el acceso a la infor-
mación, la informática, la literatura, el cine, el teatro, la radio, la televisión,
la música, etc. El problema surge al dirimir el grado de intervención e, in-
cluso, al determinar si pueden o no terciar los poderes públicos, allí donde
la oferta privada de dichas manifestaciones no garantiza el acceso en la len-
gua deseada.14

Por otro lado, cabe preguntarse si los estatutos se hicieron eco de la
realidad social imperante o si su vocación era la de rectificar y corregir esa
realidad social y lingüística. En principio, habría que decir que la recepción
estatutaria se hizo eco de las peculiaridades de cada comunidad autónoma.
Siguiendo al profesor López Basaguren,15 diremos que se establecieron tres
sistemas:

1) Sistema de cooficialidad generalizada: adoptado por los estatutos
de Cataluña, Galicia e Islas Baleares; también el del País Vasco, aunque
con la matización de atender a la diversidad sociolingüística (art. 2).

2) Sistema de limitación territorial de la cooficialidad: adoptado por
Navarra y que limita la oficialidad del euskera a muy concretos territorios.

3) Sistema de cooficialidad generalizada con atenuación territorial de
sus efectos: sería el caso de Valencia, que prevé la posibilidad, mediante ley
ordinaria, de delimitar los territorios en los que pueda exceptuarse de la
enseñanza y del uso la lengua propia de la Comunidad Valenciana.

La conclusión que se extrae de la lectura de las distintas leyes de nor-
malización lingüística, en relación con los estatutos de autonomía, es que
en un primer momento, quizá para evitar tensiones en el seno de la socie-
dad, el legislador efectivamente trata de adecuarse a la peculiaridad con-
creta del momento histórico en que se vive. Pero una vez superada la apro-
bación de los estatutos, se tiende hacia una clara opción de cooficialidad
generalizada. En otras palabras, y sin prejuzgar que sea bueno o malo, legí-
timo o no, lo que se hace a través de las leyes de desarrollo es intentar cam-
biar los hábitos lingüísticos de la sociedad y no al revés: adecuar la ley a la
situación lingüística existente.16 A favor y en contra de dicha posición ha-

14. No es sino lo que ha ocurrido en Cataluña con la impugnación de la norma auto-
nómica que obligaba a las distribuidoras de cintas de cine a doblar determinado porcentaje
de ellas al catalán y que en estos momentos aún no tiene resolución firme.

15. López Basaguren, Alberto, «El pluralismo lingüístico en el Estado autonómico»,
Autonomies. Revista Catalana de Derecho Público, núm. 9, 1988, pág. 60-67.

16. En supuestos como el del vasco casi no tenían opción y fue una apuesta no exenta
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brá argumentos (manipulación lingüística, tergiversación histórica, correc-
ción positiva, superación de periodos de persecución, discriminación y
prohibición, etc.) y, como quiera que el legislador constituyente no se pro-
digó en detalles, el sistema lingüístico español se va creando a golpe de sen-
tencia.17

V. La jurisprudencia en relación con los principales conflictos
planteados en torno a las lenguas cooficiales

El derecho al uso de la lengua propia no es un derecho fundamental
pero deriva de una decisión fundamental del constituyente, cual es el reco-
nocimiento del poder político autónomo de las comunidades autónomas.
Se trata de un derecho subjetivo de libertad que sitúa a su titular en un es-
tatus negativo respecto al poder público, pero necesita del complemento
(estatus positivo) de medidas legislativas y administrativas que lo hagan po-
sible, que no lo reduzcan a una mera posibilidad teórica.18

A lo largo de los siguientes apartados trataremos de ir describiendo la
evolución jurisprudencial que ha tenido el reconocimiento de ese derecho
frente a los poderes públicos, tanto en su vertiente positiva como negativa.

A. Acceso a la función pública

Resulta obvio declarar que para que las distintas administraciones pú-
blicas hagan efectivo el principio de cooficialidad y el derecho de los ciuda-
danos a elegir una lengua, de entre las cooficiales, deben contar con perso-
nal suficientemente capacitado para ello. La Administración, hoy en día,19

de dificultades de todo tipo. De no hacerlo así, su idioma posiblemente caminaría hacia la
desaparición.

17. Situación que ha generado un buen número de sentencias tanto del Tribunal Su-
premo como, sobre todo, del Tribunal Constitucional, que han tenido que responder a los
conflictos planteados sobre la utilización de las lenguas en las administraciones públicas, la
Administración de justicia, las fuerzas armadas, el Registro mercantil, el Registro civil, la en-
señanza —tanto en su vertiente como asignatura obligatoria como en la de lengua vehicu-
lar—, así como al deber de conocer el castellano, a la lengua como mérito o requisito en los
procesos selectivos, etc.

18. Baño León, José María, «El ejercicio del pluralismo lingüístico en la Administra-
ción pública», reda, núm. 54, 1987, pág. 233.

19. Alguna comunidad autónoma, consciente de la imposibilidad de hacer efectivo el
derecho con carácter inmediato en función de su coyuntura socioparlante, dictó leyes con
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no puede escudarse en falta de medios humanos o materiales y debe ga-
rantizar de forma plena el pluralismo lingüístico.

Para lograr tal meta, debía tomar dos decisiones: por una parte, reci-
clar, en la medida de lo posible, a los funcionarios y autoridades que ya
prestaban servicios y, por otra, fomentar o exigir el conocimiento de la len-
gua propia a los de nuevo ingreso, tratando de conjugar el efectivo ejerci-
cio lingüístico de los ciudadanos con el derecho de acceder en condiciones
de igualdad a la función pública (art. 23.2 ce), sin olvidar —y esto a mi en-
tender resulta primordial— que la Administración sirve a los intereses ge-
nerales; sirve también a los administrados, resultando ello la parte funda-
mental de la relación funcionarial.

Atrás quedan sentencias ciertamente contradictorias, como la del Tri-
bunal Supremo de 25 de enero de 1984,20 que declaraba nula la base 7ª de
un concurso-oposición convocado por la Diputación Foral de Guipúzcoa
porque establecía como cuarto ejercicio no eliminatorio, pero sí obligato-
rio, aquel que consistía en una conversación con el tribunal y un ejercicio
escrito en euskera (en consecuencia, se trataba de un mérito, no de un re-
quisito). Entre otras cuestiones, el Tribunal Supremo argumentaba que se
valoraba el conocimiento del euskera, pero no, y de la misma forma, el del
castellano.

Lejos también, la sentencia del Tribunal Constitucional de 5 de agosto
de 1983 que resolvía el recurso previo de inconstitucionalidad contra la lo-
apa; el Tribunal Constitucional, de forma ambigua, dictaminaba que el co-
nocimiento de la lengua propia habría de considerarse como mérito para la
provisión de vacantes, y también que el deber de conocimiento por parte
de la Administración no atañe a cada uno de sus funcionarios, sino que se
trata de un deber exigible a la institución en su conjunto.

Las posiciones variaron pronto, y hoy, con doctrina ya asentada, pode-
mos resumirla en la forma que la recoge la sts de 8 de marzo de 1999 (rj
2743, 1999),21 estableciéndose en ella:

cláusula de salvaguardia organizativa. El caso paradigmático es el vasco: a través de su Ley
de normalización lingüística, condicionaron la respuesta por parte de la Administración en
lengua propia a la «adopción de las medidas oportunas». Pero hoy, en el año 2000, casi vein-
te años después de los estatutos de autonomía, todas esas dificultades deberían haber sido
superadas.

20. Para un análisis crítico y detallado de esta sentencia: Cobreros Mendizorroza,
Eduardo, «Cooficialidad lingüística y discriminación por razón de la lengua», reda, núm.
42, 1984, pág. 461-476.

21. Otras sentencias en los mismos términos: sts 16-4-1990 (rj 4978, 1990); 8-7-1994
(rj 6013, 1994); 18-4-1995 (rj 3177, 1995); 19-2-1996 (rj 1560, 1996); 26-3-1996 (rj 2593,
1996); 16-6-1997 (rj 5264, 1997); 22-7-1996 (rj 5746, 1996) y 20-3-1998 (rj 3021, 1998).
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a) Que el principio general sigue siendo el de que pueda valorarse
como mérito no eliminatorio el conocimiento de las lenguas españolas dis-
tintas del castellano.

b) Que para concretas y determinadas plazas los poderes públicos
competentes pueden darle el carácter de requisito eliminatorio.

c) Que la finalidad de esta excepción al principio general es la de pro-
veer la presencia en la Administración de personal de habla en lengua ver-
nácula, como modo de garantizar el derecho a usarla por parte de los ciu-
dadanos de la respectiva comunidad (stc 82/1986 de 26 de junio).

d) Que la apreciación del cumplimiento de esta concreta finalidad
obliga a considerar discriminatoria la exigencia, cuando se imponga para
cubrir plazas que no estén directamente vinculadas a la utilización por los
administrados de las lenguas de su comunidad autónoma, debiendo reser-
varse para aquellas en las que la imposibilidad de utilizarla pueda producir
a los ciudadanos una perturbación importante en su derecho a usarla, cuan-
do se relacionan con la Administración; ello a su vez implica la necesidad de
valorar en cada caso las funciones que sean competencia de la plaza que
pretenda cubrirse, así como el conjunto de funcionarios a los que corres-
ponde un determinado servicio, de manera que en las que se aprecie la con-
currencia de la perturbación mencionada pueda garantizarse que alguno de
los funcionarios habla el idioma peculiar de la comunidad autónoma.

e) Que, cuando no medie alguna de estas circunstancias, sigue siendo
plenamente aplicable la constante tesis jurisprudencial que considera dis-
criminatoria la exigencia del conocimiento de los idiomas de las comu-
nidades autónomas con carácter obligatorio, expreso o implícito, según
recoge también la sts 15 de diciembre 1998. Apuntala el Tribunal Consti-
tucional esta doctrina en las stc de 26-06-1986,22 antes referida, y en la de
28 de febrero de 1991; ésta última declaraba la conformidad constitucional
del inciso final que contenía el art. 34 de la Ley del Parlamento de Catalu-
ña 17/1985, de 23 de julio, de la función pública de la Administración de
la Generalitat, que establecía, en referencia al personal de la misma, que en
el proceso de selección habrá de acreditarse el conocimiento del catalán,
escrito y hablado, conclusión a la que llega derivada de los principios de
mérito y capacidad del art. 103.3 de la ce.

22. Sentencia dimanante del recurso de inconstitucionalidad 169/1983, interpuesto
por el Gobierno de la Nación contra varios preceptos de la Ley 10/1982, de 24 de noviem-
bre, del Parlamento vasco, básica de normalización del uso del euskera. Dicha sentencia con-
validaba la constitucionalidad del precepto que establecía que serían los poderes públicos los
que determinarían las plazas para las que sería preceptivo el conocimiento del castellano y
del euskera.
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Dos cuestiones merecen apuntarse a la luz de la doctrina expuesta: de
un lado, que serán excepciones muy concretas aquellos puestos para los
que no se pueda exigir el conocimiento del idioma propio, pues el poder
autónomo podrá justificar sobradamente la necesidad para ello. Desde el
puesto de chófer, conserje, telefonista, hasta el de los más altos cargos, se
puede sostener la necesidad del conocimiento del idioma, por la entrada en
contacto, inevitable, en algún momento con los administrados que hayan
elegido la lengua propia; de otro, merece destacarse que cuestión distinta
será —y así lo apunta el Tribunal Constitucional en la sentencia mencio-
nada— determinar la proporcionalidad de esa exigencia; en definitiva,
establecer el nivel de conocimiento en función del puesto a desempeñar.
Resulta evidente que un traductor debe poseer unos conocimientos supe-
riores a los de un conserje y habrá que estar atento al concreto puesto de
trabajo a desempeñar para establecer el nivel.23

B. Interrelación, oral y escrita, entre los ciudadanos y la Administración

Muy pronto se plantearon dudas en torno a la regulación multilingüe;
en el aspecto concreto que abordamos ahora y, por sintetizar y resumir, po-
demos decir que se plantearon los siguientes interrogantes:

1) ¿Tiene el Estado poder de regulación sobre la lengua propia auto-
nómica, en lo que atañe a sus administraciones periféricas?

2) ¿Tienen las comunidades autónomas poder absoluto para regular
sobre su lengua propia? Y, si lo tienen, ¿afecta y se despliega sobre las de-
más administraciones (local y estatal), afectando a sus competencias?

23. Labor que no se me antoja fácil, toda vez que los procesos selectivos se realizan en
masa. Así, por ejemplo, las labores del personal de un determinado grupo, estatal o autonó-
mico, pueden diferir notablemente, dependiendo del concreto destino, pudiendo variar el
nivel de conocimiento deseable del idioma.

En el supuesto que analiza la sts de 8 de marzo de 1999 (rj 2743, 1999), Sala de lo Con-
tencioso-Administrativo, entienden discriminatoria la exigencia del conocimiento del euske-
ra, con un dominio del mismo para poder expresarse oralmente como requisito inexcusable
para ser incluido en la preselección de aspirantes a la concesión administrativa para la con-
servación y limpieza del frontón municipal de Zaldíbar (Vizcaya), por no justificarse la exi-
gencia del mismo con carácter eliminatorio (inexcusable) teniendo en cuenta el contenido de
la gestión y explotación del servicio de que ha de encargarse el concesionario. En definitiva,
que no existe proporcionalidad entre la exigencia y la labor a desempeñar.

La misma doctrina habrá de aplicarse a la provisión de vacantes en régimen de concurso
de méritos o traslados ordinarios. Sobre esta cuestión incidiremos de nuevo cuando analice-
mos la situación en la Administración de justicia.
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3) El ciudadano, ¿puede elegir libremente la lengua en la que dirigir-
se a la Administración y la lengua en la que recibir las comunicaciones o de-
cisiones pertinentes de la misma?

4) En los procedimientos en los que intervengan varios administrados,
¿quién elige el idioma —si hay elección? Y esa decisión, ¿es vinculante?

Debemos traer a colación, de nuevo, lo dispuesto en el art. 3.2 de la ce:

«Las demás lenguas españolas serán también oficiales [...] de acuerdo con sus
estatutos.»

El Tribunal Constitucional, en la Sentencia 82/1986,24 aborda la cues-
tión de las competencias lingüísticas. Aducía el abogado del Estado, en este
proceso, que el Estado central, sobre la base del art. 149.1.1 de la ce, tiene
competencia para regular los aspectos básicos relativos al uso de las len-
guas oficiales y al deber de conocimiento del castellano, lo que denomina-
ba como «líneas maestras del modelo lingüístico español», y ello al no es-
tablecerse la materia lingüística como título sustantivo de competencias
para las comunidades autónomas, ya que la única referencia al respecto es
la que se refiere en el art. 148.1.17ª cuando establece que las comunidades
autónomas podrán asumir competencias en materia de fomento de la cul-
tura, de la investigación y, en su caso, de la enseñanza de la lengua de la co-
munidad autónoma. En conclusión, que el Estado sí podría entrar a regu-
lar sobre el idioma autonómico, en cuanto se conecta con el ejercicio de los
derechos y deberes constitucionales, preservando la igualdad de todos.

El Tribunal Constitucional desmonta esta argumentación y establece
en la Sentencia referida:

a) Que las «líneas maestras del modelo lingüístico» vienen ya estable-
cidas directa y expresamente por la Constitución y por los respectivos es-
tatutos de autonomía.

b) Que el art. 149.1.1 sólo asigna competencias al Estado, en sentido
estricto, para la regulación de las condiciones básicas que garanticen la
igualdad de todos los españoles en el ejercicio de los derechos y en el cum-

24. Debemos indicar ya que los pilares sobre los que se asienta la jurisprudencia cons-
titucional se establecen en las stc 82, 83 y 84 de 1986 y en la 123/1988; sentencias que abor-
dan distintos aspectos de la legislación de desarrollo de los estatutos en materia de lenguas
en las comunidades del País Vasco, Cataluña, Galicia e Islas Baleares, respectivamente.
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plimiento de los deberes constitucionales. En consecuencia, el Estado pue-
de regular las garantías básicas de la igualdad en el uso del castellano como
lengua oficial ante todos los poderes públicos, así como las garantías del
cumplimiento del deber de conocimiento del castellano, entre las que se
halla la obligatoriedad de la enseñanza en ese idioma.25

c) Que el Estado no puede entrar a regular, ni siquiera en sus aspec-
tos básicos, la cooficialidad de las lenguas españolas distintas del castella-
no; lo contrario sería vaciar de contenido las competencias asumidas por
las comunidades autónomas según sus estatutos, de conformidad con lo
dispuesto en el art. 3.2 de la ce.

d) Que serán las comunidades autónomas en sus respectivos estatutos,
que a su vez contienen mandatos a las correspondientes instituciones auto-
nómicas, quienes regulen el régimen de cooficialidad de las lenguas propias.

e) Que la cooficialidad lo es con respecto a todos los poderes públi-
cos radicados en el territorio autonómico, sin exclusión de los órganos de-
pendientes de la Administración central, de otras instituciones o de los po-
deres locales (fj 2).

f) Que no supone una invasión de competencias de las bases del régi-
men jurídico de las administraciones públicas y del régimen estatutario de
sus funcionarios y del procedimiento administrativo común26 la regulación
lingüística, desligando ésta del régimen jurídico o de la regulación, en sen-
tido estricto, del procedimiento administrativo (fj 5).

25. Pronunciamiento ya recibido en la stc 6/1982, de 22 de febrero, que establecía en
su fj núm. 10: «[...] el hecho de que las autoridades del País Vasco tengan entre sus deberes
el de arbitrar y regular las medidas y medios necesarios para el conocimiento de las dos len-
guas oficiales de la Comunidad (artículo 6.2 del Estatuto Vasco) y la Generalidad, el de ga-
rantizar el uso normal y oficial de los dos idiomas, adoptar las medidas necesarias para ase-
gurar su conocimiento y crear las condiciones que permitan alcanzar su plena igualdad en lo
que se refiere a los derechos y deberes de los ciudadanos de Cataluña (Estatuto catalán, artí-
culo 3.3), no sustrae a los órganos centrales del Estado la competencia exclusiva para regu-
lar las condiciones básicas que garanticen la igualdad de todos los españoles en el ejercicio
de los derechos y en el cumplimiento de los deberes constitucionales, entre los cuales se en-
cuentra el de conocer la lengua del Estado (artículo 149.1.1. en relación con el artículo 3.1.
ce). El ejercicio de esta competencia ha de dar lugar necesariamente a la promulgación por
el Estado de las normas aplicables en la materia [...]».

26. Competencias atribuidas al Estado en exclusiva por el art. 149.1.18 de la ce: «El
Estado tiene competencia exclusiva sobre las siguientes materias [...] 18) Las bases del régi-
men jurídico de las administraciones públicas y del régimen estatutario de sus funcionarios
que, en todo caso, garantizarán a los administrados un tratamiento común ante ellas; el pro-
cedimiento administrativo común, sin perjuicio de las especialidades derivadas de la organi-
zación propia de la comunidades autónomas; legislación básica sobre contratos y concesio-
nes administrativas y el sistema de responsabilidad de todas las administraciones públicas.»
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Contestadas las dos primeras preguntas que nos planteábamos, pase-
mos a las dos siguientes, referidas a la utilización de las lenguas dentro del
proceso administrativo. También por sintetizar, enumeraremos de forma
esquemática los pronunciamientos del Tribunal Constitucional en este sen-
tido. El alto Tribunal establece:

— Que los ciudadanos de un territorio autónomo con lengua propia
podrán relacionarse con todos los poderes públicos radicados en ese
territorio en cualquiera de las lenguas cooficiales27 (fj 6).

— Que la elección corresponde al ciudadano, y que éste es un derecho
fundado en la Constitución y el respectivo estatuto de autonomía28

(fj 3). Si ello crea dificultades a las administraciones, deberán sol-
ventarlas de forma progresiva, pues se trata de una decisión consti-
tucional de carácter trascendental.

— Que cuando en un proceso administrativo hubiere pluralidad de
partes y éstas no se pusieran de acuerdo sobre la lengua en la que
deba tramitarse el proceso, cualquiera que sea la legislación que se
adoptare al respecto debe velar para que no se rompa la igualdad de
partes en el procedimiento y no se excluya alguna de las lenguas co-
oficiales (fj 9).

Debemos hacer un breve comentario al punto anterior. Realmente, el
Tribunal Constitucional no emplea literalmente los términos transcritos,
pero ellos resultan de la confrontación de las stc 82/1986 y 123/1988, de
23 de junio, que, como sabemos, someten a examen las leyes de normaliza-
ción lingüística del País Vasco y su homóloga de las Islas Baleares.

El art. 6.2 de la norma vasca solucionaba el problema de elección de
lengua en favor de la opción de la persona que hubiera iniciado el expe-
diente, sin perjuicio del derecho de los demás participantes en el procedi-
miento a ser informados. Por su parte, el inciso segundo del art. 10.1 de la
Ley balear establecía que en caso de no haber acuerdo entre los interesa-
dos, se ha de utilizar la lengua de la persona que haya promovido el expe-

27. Recuérdese el propio concepto de cooficialidad que establece el Tribunal Consti-
tucional en su fj 2: «es oficial una lengua independientemente de su realidad y peso como fe-
nómeno social, cuando es reconocida por los poderes públicos como medio normal de co-
municación en y entre ellos y en su relación con los sujetos privados con plena validez y
efectos jurídicos».

28. Derecho plasmado en la lrjpac, en su art. 36.1: «los interesados [...] podrán utili-
zar también la lengua que sea cooficial en ella. En este caso el procedimiento se tramitará en
la lengua elegida por el interesado».
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diente o procedimiento, sin perjuicio del derecho de las partes a que les sea
librada la traducción. 

El Tribunal Constitucional, en la Sentencia 82/1986 (fj 9), justifica la
inconstitucionalidad del art. 6.1 de la Ley vasca por romper la igualdad de
las partes y por excluir al castellano, si el idioma elegido fuera el vasco;
pero sobre todo porque la cláusula de salvaguardia (derecho a ser informa-
do) no se estima suficiente para contrarrestar la solución legislativa adop-
tada. Distinto pronunciamiento mereció la cláusula de la Ley balear, ya que
el Tribunal Constitucional entendió que la traducción es una actividad
cualitativamente distinta de la simple información y aquella sí garantiza la
igualdad y el uso de cualquiera de las lenguas elegidas.29

A la luz de estas sentencias, según criterio personal, la interpretación
que debe darse a la regla de conflicto establecida en el art. 36.1 de la lrj-
pac30 no es otra que el establecimiento del bilingüismo perfecto: se trami-
tará en castellano, pero el interesado podrá pedir traducción de todo cuan-
to vaya acaeciendo en el proceso. Cuando se habla de «documentos» no se
puede entender en su acepción más restringida, sino que debe abarcar
todo tipo de actuaciones. Llegados a este punto —el de tramitación caste-
llana con traducción íntegra a la otra lengua cooficial— ¿por qué no per-
mitir que la lengua de tramitación la elija el que inicie el proceso y proce-
der a traducir las actuaciones a la otra lengua si así se solicita? El resultado
material sería el mismo pero con ello ganaríamos en llevar hasta sus últimas
consecuencias la cooficialidad de las lenguas: que no prime una sobre la
otra por decisión del legislador.

Merece también dos líneas el supuesto de aquellas comunicaciones que
provienen de órganos centrales de la Administración estatal radicados fue-
ra del territorio autónomo en el ejercicio de sus facultades de revisión, vía
recurso. ¿Debe resolver en castellano o en la lengua propia? Parece impe-
rar la idea de que el criterio de territorialidad lingüística es taxativo y que
no puede imponerse obligación alguna a órganos que tienen su sede fuera
de la comunidad autónoma.31

29. Resulta obvio que los efectos se producirán desde la efectiva recepción de la tra-
ducción solicitada y no desde la recepción de la comunicación en la otra lengua.

30. Art. 36.1 lrjpac: «[...] Si concurrieran varios interesados en el procedimiento y
existiera discrepancia en cuanto a la lengua, el procedimiento se tramitará en castellano, si
bien los documentos o testimonios que requieran los interesados se expedirán en la lengua
elegida por los mismos.»

31. En este sentido, Milian Massana, Antoni, «La regulación constitucional...», redc,
núm. 11, 1984, pág. 149-154: «[...] se establece un monolingüismo en el ámbito estatal (las
instituciones del Estado, los órganos centrales de la Administración del Estado y las audien-
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En contra, manifiesto mi postura en el sentido de que se debería dis-
tinguir entre aquellos actos emanados en vía de revisión (léase cualquier
tipo de recurso sobre actos de poderes radicados en la comunidad autó-
noma) de aquellos otros actos derivados de un proceso incoado y re-
suelto en un órgano central. Los primeros podrían, perfectamente y sin
demasiado coste, hacerse llegar en la lengua elegida. ¿Cómo? Sencilla-
mente, canalizando la respuesta a través del órgano periférico, el cual se
encargaría de traducir la resolución superior y trasladarla al interesado.
De esa forma ya no se podría argüir que la Administración central debe-
ría de contar con innumerables funcionarios conocedores de las distin-
tas lenguas. Lo contrario supondría la paradoja de una tramitación pro-
cesal en una lengua pero, llegados al recurso, la decisión final se
plasmaría en otra lengua distinta. Sí me parece correcto, y única forma
viable, la de tramitar en castellano aquellos procesos que se incoen di-
rectamente ante órganos de la Administración central ubicados fuera de
la comunidad autónoma.

Por último, cumple referir la jurisprudencia que ha salido al paso de los
intentos unidireccionales de opción lingüística, por parte de algunas admi-
nistraciones locales. En concreto podemos citar las ordenanzas municipa-
les de los ayuntamientos de Aizarnazabal, Mallabia, Lizartza y Castro de
Rei. Las tres primeras respondían a lo que se denominó «ordenanza tipo de
los municipios vascohablantes» y fueron revisadas por la Sala de lo Con-
tencioso Administrativo del Tribunal Supremo en sus sentencias de 1 de
julio de 1999 (rj 6411, 1999), 22 de junio de 1999 (rj 6401, 1999) y 24de
mayo de 1999 (rj 6393, 1999).

El Tribunal Supremo prescribe:

— Que la Administración local no puede obligar a la Administración
general del Estado a que use exclusivamente la lengua propia de la
comunidad autónoma cuando se comunique con ella.32

— Que no puede normar el ayuntamiento la exclusión de una de las
lenguas cooficiales ni siquiera como declaración de reafirmación sin
voluntad excluyente,33 siendo nulo de pleno derecho cualquier

cias y tribunales con jurisdicción suprarregional se rigen por un régimen unilingüe) y una co-
oficialidad en el ámbito regional».

32. sts de 24 de mayo de 1999 (rj 6393, 1999) fj 2, y sts de 1 de julio de 1999 (rj 6411,
1999), fj 2.

33. Que era lo que defendía la Xunta de Galicia en el recurso 6770/1993, resuelto por
la sts de 23 de julio de 1999 (rj 6766, 1999).
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acuerdo u ordenanza en esa dirección.34 El simple hecho de «ocultar
en la ordenanza la cooficialidad de una de las lenguas» abocaría a la
nulidad, aun cuando no hubiese una verdadera voluntad excluyente.

— Que no se puede prescindir, absolutamente y de manera reglada,
del castellano en las actividades internas del ayuntamiento y que no
pueden imponer la lengua propia como única en los distintos ámbi-
tos de la vida administrativa y política local (obligación de redactar
en lengua vasca todo documento relativo a la contratación; obliga-
ción de que todos los cargos de la Administración municipal se ex-
presen en vasco; señalización vial en vías rurales y urbanas exclusi-
vamente en euskera, etc.), aun cuando la inmensa mayoría de los
ciudadanos sea de habla euskaldun.35

C. Enseñanza

Si alguna parcela pública es especialmente sensible y trascendente en la
vida de los idiomas, ésta es la de la enseñanza, porque gran parte del desa-
rrollo e, incluso, la supervivencia de una lengua depende de la labor edu-
cativa sobre las nuevas generaciones. Resulta ello evidente, y así lo han asu-
mido las diferentes comunidades autónomas con lengua propia, las cuales
han dictado muy a renglón seguido de los respectivos estatutos normas en-
caminadas a la implantación en el sistema educativo de las respectivas len-
guas, amén de otras actuaciones con vocación de calado en el tejido social,
con desigual intensidad de una comunidad autónoma a otra.

Al hilo de la stc 337/1994,36 que es donde se ha tratado con mayor ex-
tensión y profundidad la cuestión idiomática en la enseñanza, iremos ex-
poniendo las respuestas y consideraciones que el Tribunal Constitucional
ha hecho al respecto. Por seguir la línea de esquema, diremos que los prin-
cipales interrogantes que se plantearon fueron:

1) La delimitación de las competencias entre comunidades autóno-
mas y Estado en cuanto a la implantación de las lenguas cooficiales en el
sistema educativo.

34. sts de 23 de julio de 1999, fj 2 y 3, y sts 24 de mayo de 1999, fj 4.
35. sts de 24 de mayo de 1999, fj 3, y sts de 22 de junio de 1999 (rj 6401, 1999), fj 6.
36. stc 337/1994, de 23 de diciembre de 1994, cuestión de inconstitucionalidad núm.

710/1994, planteada por el Tribunal Supremo en relación con los art. 14.2, 14.4, 15 (inciso
1º) y 20 de la Ley 7/1983, de 18 de abril de 1983, del Parlamento de Cataluña, sobre norma-
lización lingüística.
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2) La posibilidad de establecer, por parte de las comunidades autó-
nomas, como lengua docente, la lengua cooficial distinta del castellano.

3) Dirimir si los padres y sus hijas/os tienen la facultad de optar por
cualquiera de las lenguas cooficiales como lengua vehicular y, correlativa-
mente, si la Administración tiene el deber prestacional inmediato en el cen-
tro más cercano al domicilio de los padres.

4) Finalmente, establecer si existe derecho o deber en cuanto al co-
nocimiento de la lengua propia.

Conviene, siquiera telegráficamente, esbozar los términos en que fue
planteada la cuestión de inconstitucionalidad por el Tribunal Supremo:

— El art. 14.2 de la Ley de normalización lingüística catalana esta-
blecía:

El Tribunal Supremo entendía que tal redacción conducía, sensu con-
trario, a interpretar que «en las posteriores etapas» educativas carecerían
de ese derecho y ello contravendría los art. 3.1 y 2, 1.1, 9.2, 10, 15 y 27.2 y
5 de la ce.

— El art. 14.4. tenía la siguiente redacción:

Para el Tribunal Supremo, el precepto podría ser inconstitucional des-
de el momento que impone el deber de conocer una lengua oficial distinta
a la del Estado, en contra de lo que preceptúa el art. 3.1 y 2 de la ce, y pa-
ralelamente suponer una coacción a la libertad declarada en el art. 1.1 del
texto constitucional.

— El art. 15.5 (inciso primero) disponía:
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«Los niños tienen derecho a recibir
la primera enseñanza en su lengua habi-
tual ya sea ésta el catalán o el castellano.
La Administración debe garantizar este

derecho [...]. Los padres o los tutores
pueden ejercerlo en nombre de sus hi-
jos instando a que se aplique.»

«Todos los niños de Cataluña,
cualquiera que sea su lengua habitual al
iniciar la enseñanza, deben poder utili-

zar normal y correctamente el catalán y
el castellano al final de sus estudios bá-
sicos.»

«No se puede expedir el certifi-
cado de grado de la egb a ningún

alumno que, habiendo empezado
esta enseñanza después de publicada



El alto Tribunal le hace los mismos reproches jurídicos que al conteni-
do del artículo anterior y además entiende que podría vulnerar los art.
149.1.1 y 149.1.30.37

— Por último, el art. 29 decretaba que:

Para el Tribunal Supremo, el precepto supone relegar el castellano a
una función secundaria, pese a ser la lengua oficial del Estado y la única
que lleva aparejada el deber de conocimiento, cuando no una exclusión,
por lo que estaría en contra de los art. 3.1 y 2, 9.2, 14 y 27.2 de la ce.

Retomemos ahora las cuestiones que nos planteábamos. Podríamos
comenzar diciendo, e insistiendo una vez más, que la Constitución ha sido
bastante parca y, ante el conflicto con las normas de las comunidades au-
tónomas, el Tribunal Constitucional ha tenido que convertirse en «cuasi
legislador», llegando a dictar sentencias que más parecen leyes de desa-
rrollo.38

Ante el silencio de la ce, de los estatutos, de la logse o de la lode, es el
Tribunal Constitucional el que interpretando los preceptos constituciona-
les y estatutarios de forma sistemática, deduce las consecuencias constitu-
cionales aplicables a la enseñanza.39

En lo que atañe a la primaria distribución de competencias, al Estado,

37. Artículos referidos, de una parte, a la competencia exclusiva del Estado para la re-
gulación de las condiciones básicas que garanticen la igualdad de todos los españoles en el
ejercicio de los derechos y en el cumplimiento de los deberes constitucionales y, de otra, a
la competencia para la regulación de las condiciones de obtención, expedición y homolo-
gación de títulos académicos y profesionales, y normas básicas para el desarrollo del art. 27
de la ce, a fin de garantizar el cumplimiento de las obligaciones de los poderes públicos en
esta materia.

38. La Constitución republicana al menos contemplaba el campo de la enseñanza en el
art. 50, que establecía: «Las regiones autónomas podrán organizar la enseñanza en sus len-
guas respectivas, de acuerdo con las facultades que se concedan en sus estatutos. Es obliga-
torio el estudio de la lengua castellana, y ésta se usará también como instrumento de ense-
ñanza en todos los centros de instrucción primaria y secundaria de las regiones autónomas».

39. stc 337/1994, fj 6.
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la presente ley, no acredite al termi-
narla que tiene un conocimiento sufi-

ciente del catalán y del castellano.»

«Los centros de enseñanza deben
hacer de la lengua catalana vehículo de
expresión normal tanto en las activida-

des internas, incluyendo las de carácter
administrativo, como en las de proyec-
ción externa.»



entendido como Administración central, le compete la regulación en los
planes de estudio de la lengua oficial del Estado, el castellano, en tanto que
la enseñanza de la lengua propia corresponde a las respectivas instituciones
autonómicas.40 Supondría una invasión indirecta de competencias el hecho
de que el Estado, a través de la fijación de unos contenidos mínimos o de
unos horarios mínimos para otras materias, dejase vacía de contenido la
potestad de una enseñanza eficaz de la lengua propia, contradiciendo lo
dispuesto en el art. 3 de la ce.41

Sentado lo anterior, debemos preguntarnos ahora por la posibilidad de
que las comunidades autónomas regulen directamente la instrumentación
de la lengua propia como lengua docente.

Que el castellano debe ser lengua vehicular lo dijo ya tempranamente
el Tribunal Constitucional en su Sentencia 6/198242 y es materia pacífica.
Las razones para que la lengua propia pueda ser lengua instrumental en la
enseñanza, las centra el Tribunal Constitucional (aunque referido al cata-
lán, se pueden generalizar) en los siguientes puntos:

a) En la idea de corregir positivamente una situación histórica de de-
sigualdad respecto del castellano.43

b) En la idea de un aprendizaje progresivo y paulatino, toda vez que
una imposición inmediata sería inconstitucional. Piénsese que no están en
igualdad de condiciones, de partida, aquellos alumnos que han recibido el
primer ciclo de enseñanza en castellano de aquellos otros que la han reci-
bido en la lengua propia cuando todos ellos inicien el segundo ciclo y se
impartan enseñanzas en la lengua autónoma. Aquí entra en juego el con-
cepto de progresividad a que se refiere el Tribunal Constitucional, debién-
dose ofrecer los apoyos pedagógicos necesarios que faciliten la compren-
sión de la lengua a los alumnos del segundo grupo, con el fin de que pueda
ser usada como vehículo de expresión.

c) En que el deber de conocimiento del castellano no puede llevar a
excluir el empleo de la lengua propia como lengua docente.44

40. stc 337/1994, fj 10, y stc 87/1983, fj 5.
41. stc 87/1983, fj 5.
42. stc 6/1982, de 22 de febrero, fj 10: «La Alta Inspección puede ejercitarse legíti-

mamente para velar por el respeto de los derechos lingüísticos (entre los cuales está, even-
tualmente, el derecho a conocer la lengua peculiar de las comunidades autónomas) y, en par-
ticular, el de recibir enseñanza en la lengua del Estado».

43. stc 337/1994, fj 7.
44. stc 337/1994, fj 9.

73



Las preguntas que surgen de estas premisas pueden ser: ¿qué porcen-
tajes de tiempo o asignaturas se atribuyen a cada lengua? ¿Ha de cesar la
estimulación pública de la lengua propia cuando se haya alcanzado el equi-
librio con el castellano? ¿Sobre qué criterios y bases se puede dictaminar
que ha cesado la desigualdad? A estos interrogantes el Tribunal Constitu-
cional no responde más que de una manera general y finalista: «correspon-
de a los poderes públicos [...] organizar la enseñanza que ha de recibirse en
una y otra lengua en relación con las distintas áreas de conocimiento obli-
gatorio y en los diferentes niveles educativos para alcanzar un resultado
proporcionado con estas finalidades».45

Desde otra perspectiva, el poder autonómico queda limitado por la
incorporación de nuevos alumnos procedentes de otras comunidades
autónomas donde sólo el castellano es materia obligatoria, debiendo
prever y ponderar el sistema de incorporación progresivo, si ello es fac-
tible, según el nivel del ciclo, o bien tener previsto un régimen de exen-
ciones ya que, ante todo y de forma razonable, el alumno debe com-
prender los contenidos que se imparten. Si se violase esta directriz, sí
que se estaría afectando el derecho a la educación, discriminando por ra-
zón de la lengua.

Sobre esta última cuestión se ha discutido a propósito de quién tiene
competencia para, en su caso, establecer las exenciones. El Tribunal Cons-
titucional, en su Sentencia 134/1997,46 estableció que compete de manera
exclusiva a la comunidad autónoma establecer la obligatoriedad de la ense-
ñanza de su lengua propia, así como la exención de la misma. Afirmación
que podemos trasladar sin ningún riesgo, aceptado lo anterior, a la exen-
ción de la obligatoriedad para recibir las enseñanzas en la lengua propia,
según se expondrá a continuación.

El siguiente punto a tratar es el de si los padres y sus hijas/os tienen de-
recho a elegir la lengua vehicular que prefieren o deben acatar la distribu-

45. stc 337/1994, fj 10.
46. stc 134/1997, de 17 de julio. Conflicto positivo de competencia 1524/1988, pro-

movido por el Consejo de Gobierno de la Comunidad Autónoma de las Islas Baleares con-
tra los dos últimos párrafos de la cláusula cuarta.3 del Convenio entre el Ministerio de Edu-
cación y Ciencia y el Ministerio de Defensa, sobre régimen, promoción y funcionamiento de
centros de enseñanza, aprobado por Real decreto 295/1988, de 28 de marzo, que reservaba
al Ministerio de Educación y Ciencia la concesión de la exención de cursar la enseñanza de
la lengua propia de la Comunidad en los casos y mediante el procedimiento que se determi-
nase.

Esta sentencia está comentada por Jimena Quesada, Luis, «Comentario a las stc 134 y
201/1997, de 17 de julio y 27 de noviembre: el respeto del pluralismo lingüístico en la re-
ciente jurisprudencia constitucional», rgd, núm. 644, mayo de 1998, pág. 5431-5439.
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ción proporcionada que establezcan los poderes públicos, o si son éstos los
que deben amoldarse a las preferencias de padres y alumnos.

El Tribunal Constitucional, en la Sentencia 337/1994, y retomando la
argumentación dada en las stc 195/1989 o 19/1990, establece que ningu-
no de los múltiples apartados del art. 27 de la ce incluye, como parte o ele-
mento, el derecho de los padres a que sus hijos reciban la enseñanza en una
de las lenguas cooficiales y sólo en una. Discrepo de tal afirmación, no en
el fondo sino en sus fundamentos, porque no se llega a decir tal extremo en
las dos sentencias citadas y lo único que se niega es la posibilidad presta-
cional obligatoria por parte de la Administración para impartir la enseñan-
za en una lengua en el colegio más cercano al domicilio del padre,47 pero
dando por supuesto que la opción es válida.

Llega el Tribunal Constitucional48 a la conclusión de que tanto el Esta-
do, como las comunidades autónomas están facultados dentro de sus res-
pectivas competencias educativas para establecer el empleo del castellano
y de la respectiva lengua propia. En definitiva, se aboga por un sistema de
conjunción en el que ambas lenguas se usen indistintamente por profesores
y alumnos.

Por último, queda por responder si, respecto de las lenguas propias,
existe un deber de conocimiento de las mismas o si, por el contrario, tan
sólo se trata de un derecho sin posibilidad de imposición coactiva. Quizá
sea conveniente apuntar desde este momento —y según criterio de quien
estas líneas escribe— que ni respecto del castellano existe un deber de co-
nocimiento absoluto e insalvable,49 ni con referencia a la lengua propia su
conocimiento se reduce a un mero derecho opcional.

Resulta paradójico e incomprensible que el Tribunal Constitucional ar-
gumente prolijamente en referencia a la inexistencia de la obligación de
conocimiento de las lenguas propias50 y, a renglón seguido, convalide la
exigencia de su conocimiento como materia curricular y el empleo de la
misma en su vertiente de instrumento docente.

Es cierto que hoy en día existen muchas personas que desconocen el
idioma propio, pero a medida que va pasando el tiempo, y con las políticas
educativas que se abren camino, también lo es que en un futuro no lejano

47. Así lo entiende el voto particular de Eugenio Díaz Eimil, que luego se comentará
brevemente.

48. stc 337/1994, fj 9.
49. Como luego veremos, en especial cuando abordemos las lenguas dentro de la Ad-

ministración de justicia.
50. stc 82/1986 y, en especial, stc 84/1986, que declara la inconstitucionalidad del de-

ber de conocer el gallego, previsto en el art. 1 de la Ley 3/1983, de normalización lingüística.
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el número se irá reduciendo llegando a ser muy pequeño: precisamente por
la implantación en el sistema educativo hacia las nuevas generaciones, por-
que a ellos ya se les exige el conocimiento de la lengua correspondiente.
Dentro de cincuenta años, ¿quién no hablará catalán, gallego o vasco en
sus respectivos territorios? Posiblemente incluso sea un deber de carácter
moral y una muestra inteligente de integración social, como la que hacen
aquellos que van a un país extranjero y dirigen sus primeros esfuerzos a en-
tender y hacerse entender. Pero el matiz que me interesa recalcar es que,
hoy, para muchas personas ya constituye, directa o indirectamente, un de-
ber el conocimiento de la lengua propia al exigírsele en la enseñanza no
universitaria.51 Ninguna otra conclusión se puede extraer del razonamien-
to que hace el Tribunal Constitucional cuando analiza los art.15 (inciso 1º)
y 20 de la Ley de normalización lingüística catalana,52 consagrando el de-
ber del conocimiento de la lengua propia, en tanto que prohíbe la expedi-
ción del certificado de grado de la egb a quien no acredite un conocimien-
to suficiente del catalán y del castellano, extremo que se mantiene en la
actual Ley.

Para concluir con el apartado de la enseñanza me parece oportuno, por
su interés, referir el voto particular que formuló a la stc 337/1994 el ma-
gistrado Eugenio Díaz Eimil. Según dicho magistrado, la Sentencia debie-
ra haber declarado inconstitucionales los preceptos impugnados, argu-
mentando al respecto:

• La sentencia yerra al orientar las cuestiones hacia el derecho a la en-
señanza (art. 27 ce) cuando en realidad se trata de un problema de coofi-
cialidad lingüística y de los límites que las comunidades autónomas deben
respetar en el ejercicio de su acción de fomento lingüístico.

• El centro de gravedad de la cuestión resulta de la libertad de las per-
sonas para poder elegir la lengua que deseen, dentro de las cooficiales, para
relacionarse con los poderes públicos (pudiendo elegir una y otra).

51. Y quizá también en la enseñanza universitaria en un futuro próximo: la actual Ley
de política lingüística catalana, Ley 1/1998, de 7 de enero, ya prevé en su art. 22.3 que «las
universidades deben ofrecer cursos y otros medios adecuados para que el alumnado y el pro-
fesorado perfeccionen la comprensión y el conocimiento de la lengua catalana».

En este mismo sentido nos hacemos eco de la noticia de prensa en el diario El País, mar-
tes 11 de julio de 2000, según la cual el Juzgado de lo Contencioso Administrativo núm. 1 de
Tarragona anula varios apartados de los art. 4, 5 y 6 del Reglamento de usos lingüísticos de
la Universidad Rovira i Virgili de Tarragona por discriminar el castellano en favor del cata-
lán; sentencia que a buen seguro será recurrida y habrá que esperar años para saber su de-
senlace final.

52. stc 337/1994, fj 16, 17, 18, 19, 20 y 21.
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• Que las comunidades autónomas no pueden imponer en la enseñan-
za la lengua propia como lengua docente, sin menoscabar aquel derecho de
elección.

• Que del castellano existe un deber de conocimiento, no así de las de-
más lenguas.

• Que las stc 195/1989 y 19/1990 dieron por sentado el derecho de
elección por parte de los padres.

• Que las comunidades autónomas podrían implantar, sin obstáculo
constitucional alguno, dentro del sistema educativo, el uso exclusivo de la
lengua propia como lengua instrumental, pero siempre que contemple un
sistema alternativo que permita a los ciudadanos que así lo prefieran, para
ellos o para sus hijos, la lengua castellana como lengua docente exclusiva.

• Que la identidad cultural de cada uno de los habitantes de un terri-
torio debe ser consecuencia de un acto individual de libre aceptación.

D. Administración de justicia

Posiblemente, el poder que está demostrando una mayor impermeabi-
lidad a la cooficialidad lingüística es el poder judicial.

Sin embargo, la culpa no la tienen en exclusiva jueces y magistrados. A
ellos, cuya inmensa mayoría han recibido su formación cultural, lingüística
y jurídica de forma monolítica en castellano, si no se les exige, motu proprio
será difícil que instruyan y tramiten en lengua propia, aun cuando tengan
algunos conocimientos. Lo mismo sucede con abogados, procuradores, pe-
ritos y forenses, que bien por comodidad o por mayor eficacia y rapidez
utilizan la lengua oficial del Estado. 

En cuanto a los funcionarios, pasa lo mismo: de una parte, el justiciable
no ejercita sus derechos lingüísticos, y los funcionarios, debido a la inercia,
a un mayor dominio —sobre todo escrito— de la lengua castellana, utilizan
ésta y no la cooficial de la comunidad autónoma. También por razones de
eficiencia, toda vez que la redacción de una resolución en lengua propia su-
pone el doble o triple de tiempo que si lo hacemos en castellano. Pero no
se trata de ningún tipo de aversión, sino sencillamente de una falta de for-
mación adecuada que, por supuesto, no fue exigida en el proceso selectivo,
amén de otros factores negativos que se irán exponiendo más adelante.

Hoy en día ya han dejado de ser noticia las sentencias y otras actuacio-
nes en lengua propia, aunque siguen siendo una inmensa minoría, por no
decir actuaciones testimoniales.
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1. Alcance de la cooficialidad ante los órganos del poder judicial

Las posturas más exacerbadas del mundo judicial planteaban incluso
que la cooficialidad no afectaba al poder judicial, al igual que —argumen-
taban— no afecta al poder ejecutivo o al poder legislativo. Pero esta afir-
mación no se puede sostener; de un lado, es incierto que no afecte al poder
ejecutivo: no afectará al Gobierno central, tampoco a las deliberaciones del
Consejo de Ministros, pero aquellos «brazos» del poder ejecutivo que es-
tén radicados en las comunidades autónomas con lengua propia están den-
tro del radio de acción de la declaración de cooficialidad que haya estable-
cido la comunidad autónoma,53 tal y como el Tribunal Constitucional ha
establecido y hemos mencionado anteriormente. Por otra parte, se podría
argumentar que el poder legislativo debiera ser más receptivo a la plurali-
dad de gentes y pueblos que representa. Las propuestas de reforma para la
Cámara alta van en esa dirección, y en cuanto al Congreso de los Diputa-
dos, si bien no todas las actividades, al menos aquellas discusiones que
afecten concretamente a un determinado territorio podrían hacerlas los di-
putados que lo deseen en la lengua propia de ese territorio. Así, han surgi-
do iniciativas en este sentido, aunque sus señorías no quisieron molestarse
en discutirlo.54

El concreto régimen, efectos y alcance de la cooficialidad ante los ór-
ganos del poder judicial se recoge en la lopj, en su art. 231. Dicha regula-
ción es criticada por algún autor,55 en tanto entiende que supone una inje-

53. Toda la Administración periférica: delegación del Gobierno, jefaturas provinciales
de Tráfico, oficinas de la Seguridad Social, oficinas del Instituto Nacional de Empleo, etc. 

54. Acuerdos de la Mesa del Senado de 10-10-1988 y 15-11-1988 por los que se resuel-
ve, respectivamente, no admitir a trámite una moción presentada por el grupo Parlamenta-
rio Convergència i Unió sobre el uso de las lenguas oficiales en España, en las actividades
parlamentarias de la Cámara, y desestimar la solicitud de reconsideración del acuerdo adop-
tado. Desestimación que fue anulada por la stc 205/1990, de 13 de diciembre, recurso de
amparo 1939/1988. En este sentido debe señalarse también el Acuerdo de la Mesa del Con-
greso de los Diputados de 29-9-1988, que sí acordó admitir a trámite una proposición de ley
a iniciativa del Grupo Parlamentario Vasco sobre «participación de la Administración del
Estado en la normalización de las lenguas de las nacionalidades y regiones»; proposición que
en su art. 8 establecía que en las Cortes Generales, en tanto que instituciones de representa-
ción de todos los ciudadanos del Estado, se establecerán servicios permanentes de traduc-
ción que atiendan tanto los debates parlamentarios como los trabajos y publicaciones de las
cámaras». La proposición fue rechazada en la sesión plenaria de 18 de abril de 1989.

55. López Basaguren, Alberto, «Los derechos lingüísticos entre mayoría y minoría (al-
gunas observaciones acerca de la proyección de la cooficialidad lingüística sobre el poder ju-
dicial)», Cuadernos de Derecho Judicial, núm. VI 1998, CGPJ, dentro de «Los nacionalismos:
globalización y crisis del estado-nación».
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rencia en los estatutos de autonomía y su legislación de desarrollo; la lopj
—argumentan— sólo podría regular los mecanismos de recepción de las
normas autonómicas. Por contra, el voto particular del magistrado Rubio
Llorente a la stc 82/1986 se posiciona justo enfrente, estimando que la re-
gulación sólo puede residir en la lopj.

El art. 231 de la lopj, en su versión anterior a 1994 establecía:

Este artículo sufrió una modificación en 199456 y ha sido objeto de una
reciente sentencia del Tribunal Constitucional que se comentará más ade-
lante. En concreto, la reforma se ceñía exclusivamente a suprimir del
párrafo 4º la expresión: «o por mandato del juez».

Del análisis somero y a primera vista de dicho precepto podríamos esta-
blecer, con cautela y sometidas a posterior matización, las siguientes bases:

1) Que, como regla general, el personal público que sirve en los juz-
gados y tribunales usará el castellano en todas sus actuaciones, lengua so-
bre la que recae el deber de conocimiento.

56. Ley orgánica 16/1994, de 8 de noviembre, por la que se reforma la Ley orgánica
6/1985, del poder judicial, de 1 de julio.
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«1. En todas las actuaciones judi-
ciales, los jueces, magistrados, fiscales,
secretarios y demás funcionarios de juz-
gados y tribunales usarán el castellano,
lengua oficial del Estado.

2. Los jueces, magistrados, fisca-
les, secretarios y demás funcionarios de
juzgados y tribunales podrán usar tam-
bién la lengua oficial propia de la co-
munidad autónoma, si ninguna de las
partes se opusiere, alegando desconoci-
miento de ella que pudiese producir in-
defensión.

3. Las partes, sus representantes
y quienes les dirijan, así como los testi-
gos y peritos, podrán utilizar la lengua
que sea también oficial en la comuni-
dad autónoma en cuyo territorio ten-
gan lugar las actuaciones judiciales,
tanto en manifestaciones orales como
escritas.

4. Las actuaciones judiciales rea-
lizadas y los documentos presentados
en el idioma oficial de una comunidad
autónoma tendrán, sin necesidad de
traducción al castellano, plena validez y
eficacia. De oficio se procederá a su tra-
ducción cuando deban surtir efecto
fuera de la jurisdicción de los órganos
judiciales sitos en la comunidad autó-
noma, salvo si se trata de comunidades
autónomas con lengua oficial propia
coincidente, o por mandato del juez, o
a instancia de parte que alegue indefen-
sión.

5. En las actuaciones orales, el
juez o tribunal podrá habilitar como in-
térprete a cualquier persona conocedo-
ra de la lengua empleada, previo jura-
mento o promesa de aquélla.»



2) Que, no obstante, y si nadie se opone alegando indefensión, esos
mismos funcionarios (incluyendo magistrados y jueces), por propia inicia-
tiva, podrían usar la lengua propia de la comunidad autónoma.

3) Que las partes, peritos o testigos intervinientes tienen la facultad
de elegir para expresarse en una lengua u otra, tanto en manifestaciones
orales como escritas, quedando vinculado el personal judicial por esta
opción.

4) Que la traducción al castellano sólo procederá:
• Si ha de surtir efectos fuera de la comunidad autónoma, salvo

que tenga lengua cooficial coincidente.
• Si el juez lo ordena.57

• Si lo solicita una parte, alegando indefensión.
• Que para las actuaciones orales podrá ser intérprete cualquier

persona, aunque no tenga acreditación oficial de ello.

A renglón seguido y a título de punto de partida para la exposición, po-
dríamos formularnos los siguientes interrogantes:

a) ¿Se puede alegar desconocimiento del castellano?
b) ¿Se puede exigir el conocimiento de la lengua propia al personal

judicial?
c) Si el deseo de utilización de la lengua propia lo es por parte de un

funcionario y el juez se opone o viceversa, ¿qué opción prevalece?
d) Y quizá lo más importante: ¿en qué idioma ha de tramitarse el pro-

ceso? ¿En castellano como lengua rectora, con incursión de aquellas ac-
tuaciones en lengua propia que sean así solicitadas y que pueden ser tradu-
cidas de oficio por el juez o secretario, o puede tramitarse desde el inicio en
lengua propia con traducción al castellano a quien lo solicite por descono-
cimiento de aquella?58

57. Aunque se suprime posteriormente esta expresión, como luego veremos, el Tribu-
nal Constitucional sigue admitiendo esta posibilidad.

58. Piénsese que no es lo mismo: de una parte están las actuaciones de las distintas par-
tes, de otra los terceros ajenos al proceso (peritos, testigos, etc.) y, de otra, las decisiones u
otras actuaciones del órgano judicial. Dentro de éstas últimas, hay algunas actuaciones que
no requieren un traslado formal a las partes, que son de orden interno (algunas diligencias de
constancia, notas de referencia, dación de cuenta, etc.) y habrá que determinar si se transcri-
ben en una u otra lengua.
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2. Indefensión y deber del conocimiento del castellano

En lo que se refiere al deber de conocimiento del castellano, no se pue-
de extraer una conclusión rotunda y absoluta de lo dispuesto en el art. 3 de
la ce. En un primer momento el Tribunal Constitucional se posicionó a fa-
vor de una tesis rigorista, concretamente en la stc 30/1986, de 20 de fe-
brero,59 subrayando ese deber como de «todos los españoles», declarando
la inexistencia del derecho a dirigirse en otra lengua que no sea el castella-
no ante los órganos del poder y constatando la ausencia de indefensión al
tratarse de una ignorancia indebida, si la misma se alegase.

Al año siguiente, y habiendo sentado las bases de su doctrina en materia
de cooficialidad,60 cambia el Tribunal Constitucional su orientación y reco-
ge su nueva doctrina en la Sentencia 74/1987, de 25 de mayo.61 En este pro-
ceso, la cuestión fundamental que se debatía era la de si el ciudadano espa-
ñol que no comprenda o no hable castellano tiene, al igual que el extranjero
que se encuentre en esa circunstancia, el derecho a ser asistido de intérpre-
te. Dicho de otro modo, ¿se puede alegar válidamente, a efectos del proce-
so, el desconocimiento del castellano, o rige por encima de todo el deber de
su conocimiento y, en su caso, lo único que se produce es una ignorancia in-
debida, como ocurre, por ejemplo, con el cumplimiento de las normas?

El Tribunal Constitucional, en el fj 3, sienta las bases que, extractadas,
son las siguientes:

• El derecho a ser asistido de un intérprete deriva del desconocimien-
to del idioma castellano que impide al detenido ser informado de sus dere-
chos, hacerlos valer y formular las manifestaciones que considere oportu-
nas ante la Administración.

• Que ese derecho debe entenderse comprendido en el art. 24.1 de la
ce y hacerse extensivo a cualquier actuación que afecte a un posible juicio
y condena (bien sea actuación policial o judicial).

59. stc 30/1986 de 20 de febrero, recursos de amparo 854/1983 y 873/1983 (acumula-
dos) contra la sts 29 de noviembre de 1983, sala 2ª, dictada por supuesta comisión de un de-
lito de injurias al jefe del Estado (incidentes con ocasión de la visita del rey a la Casa de Jun-
tas de Gernika).

60. Obsérvese que la sentencia referida en la nota anterior precede en muy poco tiem-
po a las tres primeras sentencias del Tribunal Constitucional que revisan las leyes de norma-
lización lingüística vasca, catalana y gallega: stc 82, 83 y 84 de 1986.

61. stc 74/1987 de 25 de mayo, recurso de inconstitucionalidad 194/1984, planteado
por el Gobierno vasco contra la Ley 14/1983, de 12 de diciembre, por la que se desarrolla el
art. 17.3 de la ce en materia de asistencia letrada al detenido y al preso y modificación de
los art. 520 y 577 de la lecr.
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• La atribución de ese derecho a los españoles que no conozcan sufi-
cientemente el castellano no ofrece duda. Lo contrario sería una flagrante
violación de lo dispuesto en el art. 14 de la ce.

• No se puede oponer que el castellano sea la lengua oficial del Estado
y que todos los españoles tienen el deber de conocerla, ya que aquí lo que
se valora es un hecho (la ignorancia o conocimiento insuficiente del caste-
llano) en la medida que afecta al ejercicio de un derecho fundamental, cual
es el de defensa.

• Que la presunción de conocimiento del castellano puede quedar
desvirtuada cuando el detenido o preso alega verosímilmente su ignorancia
o conocimiento insuficiente o esta circunstancia se pone de manifiesto en
el transcurso de las actuaciones policiales.

Por lo tanto, el deber ya no es absoluto y el desconocimiento no puede
acarrear indefensión. ¿Qué deben hacer los tribunales si se les plantea este
supuesto? Deberán ponderar la verosimilitud de la alegación (comprobar
si se trata de una persona pública de la que conste que se expresa correcta-
mente en castellano, si se trata de una persona proveniente de una zona ru-
ral y monolingüe por tradición, si se trata de personas con formación pri-
maria monolingüe afincadas desde muy temprana edad en el extranjero, si
consta en las actuaciones anteriores su conocimiento,62 etc.).

En la práctica, los jueces son reacios a entrar en este tipo de valoracio-
nes y optan por la solución más garantista: aceptar la alegación de desco-
nocimiento y facilitar la intervención de intérprete.

Al hilo de lo expuesto, debemos responder también a la cuestión de si
los integrantes del poder judicial y el personal al servicio de la Administra-
ción de justicia tienen el deber de conocer la lengua propia de la comuni-
dad en la que sirven; extremo que enlaza con el interrogante sobre si el pro-
ceso ha de tramitarse íntegramente en castellano, con traducción a quien lo
solicite por desconocimiento de éste, o ha de tramitarse en lengua propia,
lo que implicaría dos situaciones: o bien todos los integrantes conocen el

62. Así, en la stc 2/1987, de 2 de enero, recursos de amparo 940-949/1985, interpues-
tos por un interno contra los acuerdos de la Junta de régimen y administración de la prisión
de Basauri, y posteriores autos del juez de vigilancia penitenciaria de Bilbao, se establecía
que no se había causado indefensión al interno al no permitírsele expresarse en euskera ante
la Junta, porque no se daba el requisito que establece el art. 6.3 del Convenio de Roma para
el reconocimiento a ser asistido gratuitamente por un intérprete que es el de «no compren-
der o hablar la lengua empleada en la audiencia» —el castellano— que además consta al in-
terno como se deduce de los bien argumentados escritos personales del recurrente. En este
mismo sentido, la reciente stc 27/2001, de 29 de enero, fj 12 y 13.
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idioma cooficial y se ven compelidos por la opción de alguna de las par-
tes,63 o bien el tribunal y todos sus miembros necesitarían al intérprete, no
sólo en las actuaciones de intervención directa con aquéllas, sino cuando
adopten cualquier decisión para traducirla al idioma propio o, incluso, pre-
cisando su auxilio para aquellas actuaciones que no requieran un traslado
formal a los intervinientes en el proceso.

A estos interrogantes responde de manera contundente la providencia
del Tribunal Constitucional de 1 de octubre de 1997, que inadmite un re-
curso de amparo planteado por dos imputados en el seno de un proceso
penal ante la sección 1ª de la Audiencia Provincial de San Sebastián, al en-
tender que se les causaba indefensión por celebrar el juicio en castellano
con traducción simultánea para ellos. La Audiencia, tanto en su primer
auto como en el resolutorio del recurso de súplica, denegó la celebración
del juicio en euskera porque supondría la exigencia de que todos los miem-
bros del tribunal —presidente, magistrados, secretario y agente, así como
el Ministerio Fiscal e incluso los testigos y peritos— debían entender y ha-
blar el euskera, pretensión que no tiene cabida ni en el art. 3 de la ce, ni en
el art. 231.3 de la lopj, ni en el art. 6.1 del Estatuto vasco, ni en el art. 52.a
y 9 de la Ley de normalización del uso del euskera. En consecuencia, tuvo
por renunciados a los letrados como única vía para seguir el proceso.

Formulado el amparo, el Tribunal Constitucional se manifiesta en el
sentido de que la hipotética obligación que tienen los componentes de los
órganos judiciales de conocer la lengua propia no se desprende de precep-
to alguno de la Constitución, ni se encuentra en la actualidad reconocido
por la legalidad ordinaria, y que la utilización de la traducción simultánea
es una respuesta judicialmente fundada y proporcionada a la solicitud de
los recurrentes y sus letrados defensores para expresarse en euskera duran-
te el juicio oral, no vulnerando lo dispuesto en el art. 24 de la ce.

Abundando en esta cuestión, y para ilustrar la enorme complejidad en
el terreno práctico que genera cualquier opción, sea una u otra, pensemos,
por ejemplo, en que todas las partes —incluyendo al fiscal, así como tam-
bién al juez— desean la tramitación de un proceso en lengua propia, ínte-
gramente, pero el secretario no conoce ese idioma. ¿Qué hacer? No se pue-
de nombrar un secretario ad hoc; él no dará fe de algo que no entiende, no
adoptará sus resoluciones propias e independientes64 en esa lengua; al final,

63. Habrá que determinar quién o quiénes podrían optar y vincular con esa elección.
64. Las diligencias de ordenación son de su exclusiva competencia, así como también

son actuaciones propias las diligencias de constancia, notas y, por supuesto, la dación de fe y
dación de cuenta.
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la única opción vuelve a ser la de un traductor al lado del fedatario. Pero
plantéese también que el desconocimiento puede venir por parte del agen-
te judicial o del personal que ha de transcribir mecanográficamente el con-
tenido de las actuaciones en lengua propia; volveremos al punto de parti-
da. Por ello, cualquier solución pasa por la toma en consideración de todo
el personal que integra la Administración de justicia, desde el juez hasta el
personal laboral.65

En el seno del juzgado, creo que la elección de la lengua, cuando no
haya oposición de parte, corresponderá al juez. Como hemos visto, ello no
implica, tampoco y por ahora, que el resto de funcionarios deba conocer la
lengua propia, por no haber tampoco mandato constitucional o de legali-
dad ordinaria que así lo establezca, debiendo utilizarse el auxilio de tra-
ductores.

Cuando exista oposición de parte, el juzgado no podrá utilizar la len-
gua propia como lengua vehicular del proceso, al prohibirlo el art. 231.2 de
la lopj. El legislador orgánico conecta el desconocimiento de la lengua pro-
pia con la indefensión y, para evitar ésta, establece dicha prohibición. 

Es una de las posibles soluciones al conflicto de elección de lengua,
aunque parece poco sólida la argumentación: de un lado, también podría-
mos decir que existe indefensión cuando alguna de las partes desconoce el
castellano y, sobre todo, porque la indefensión no es efecto automático del
desconocimiento de la lengua; aquélla vendrá si la resolución o actuación
que deba notificársele o practicar no se hace de una forma que el justicia-
ble la comprenda. Aún más: reflexiónese sobre el supuesto —casi de labo-
ratorio, pero factible— de un español, hijo de emigrantes, nacido en el ex-
tranjero y educado allí que no conoce ninguna de las lenguas cooficiales
españolas y que en su primer viaje a España ha de ser parte en un proceso.
Pues bien, habrá que notificarle en la lengua que comprenda y, si así se
hace, no hay indefensión, como tampoco la hay por el mero hecho de des-
conocer todas las lenguas españolas cooficiales. Sin embargo, el Tribunal
Constitucional convalida la postura contraria en su Sentencia 56/1990,

65. En este sentido comparto plenamente la visión meridiana que nos ofrece el magis-
trado Rafael de Mendizábal Allende en su voto particular a la stc 105/2000, de 13 de abril,
donde, tras criticar el término «Administración de la Administración de Justicia» que acuñó
el Tribunal Constitucional en su Sentencia 56/1990, establece que «ninguno de los funcio-
narios [se refiere a secretarios, oficiales, forenses, agentes judiciales y auxiliares] son meros
burócratas, escribientes o amanuenses, sino los ojos y los oídos, las manos y los pies de quie-
nes juzgan, sin cuya ayuda permanente no podrían funcionar los tribunales. Sólo la ignoran-
cia o los prejuicios ideológicos y, en definitiva, la pasión política o partidaria pueden negar
esto».
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correlacionando la indefensión con el desconocimiento de la lengua propia
y el deber de conocimiento del castellano.

La anterior postura se mantiene en la stc 105/2000, ya citada, y esta-
bleciendo además que, pese a la supresión operada por la Ley orgánica
16/1994, de reforma de la lopj, respecto de que los jueces «de oficio» po-
drían ordenar la traducción de actuaciones o documentos,66 el Tribunal
Constitucional, argumentando sobre la base de la tutela judicial efectiva,
mantiene esa posibilidad porque mal se podrá otorgar una tutela si no se
conoce siquiera lo que se está pidiendo.

En conclusión, la solución más respetuosa con el principio de cooficia-
lidad pasaría por establecer un régimen de libertad de opción en el que ha-
bría que tener en cuenta criterios racionales y de eficiencia procesal
(acuerdo de las partes fijado en los primeros escritos dirigidos al juzgado;
número de intervinientes residentes dentro o fuera de la comunidad autó-
noma; fijación de antemano si se trata de una controversia derivada del
cumplimiento de un contrato o cualquier otro negocio jurídico plasmado
por escrito, etc.).

Ahora bien, para el establecimiento de un régimen de opción habría
que garantizar dos cuestiones fundamentales. En primer lugar, que a quien
desconociese cualesquiera de las dos lenguas empleadas como lenguas pro-
cesales vehiculares se le garantizara el traslado, en la otra lengua de su com-
prensión, de todas las actuaciones a través de las correspondientes traduc-
ciones y, de otro, que previamente se formase a todo el personal que
integra la maquinaria judicial para que estuviera en condiciones de hacer
efectivos los derechos lingüísticos de los justiciables, si bien no de forma in-
mediata, al menos de forma paulatina, a fin de permitir la progresiva dis-
minución de la actuación de los traductores.

3. La formación lingüística del personal de los órganos judiciales

Insistimos una vez más en que la formación del personal que sirve en
juzgados y tribunales tiene que abordarse de manera global.

Creo que en esta materia no se ha avanzado lo suficiente y los pasos que
se han dado se han hecho de manera confusa, torpe y generando cierto cli-
ma de tensión e incluso animadversión hacia el problema lingüístico. Las
medidas incentivadoras adoptadas no han dado el fruto necesario y, lejos

66. Lo cual implicaba, según los recurrentes, el deber de conocimiento, para los jueces,
de la lengua propia.
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de ello, su aceptación no ha sido pacífica, como lo demuestra el hecho de
su impugnación judicial.

Tanto en el anterior reglamento de la carrera judicial,67 como en el de
secretarios judiciales68 y también en el anterior de oficiales, auxiliares y
agentes de la Administración de justicia,69 se establecía como mérito para la
provisión de vacantes en aquellas comunidades autónomas con lengua pro-
pia el del conocimiento escrito y oral de dicho idioma, otorgando a estos
efectos seis años más de antigüedad, además de la que tuviera el interesado. 

Según criterio personal, algunas de las lagunas y desatinos que presen-
taba dicha regulación eran:

1) En primer lugar, se cuestionaba qué organismo u organismos eran
los competentes para expedir las certificaciones oficiales válidas a estos
efectos.

2) En segundo lugar, no se especificaba el «nivel» de conocimiento,
oral y escrito, del idioma que había de acreditarse y, así, se producían si-
tuaciones absurdas: se valoraba igual al licenciado en filología del idioma
correspondiente que a aquel que hubiese hecho un curso «acelerado» del
mismo, en dos o tres meses.

3) En tercer lugar, se producían situaciones casi excluyentes: para
poder acceder a la acreditación oficial, los poderes autonómicos comien-
zan a desplegar una batería de cursos de formación que estaban destinados
al personal que servían en esa comunidad autónoma, y dentro de su terri-
torio. Por tanto, aquellos que por estar destinados en otros territorios y que
deseaban regresar a una de las comunidades autónomas con lengua propia
—y optar por un destino concreto en igualdad de condiciones— no podían
acceder a los cursos de formación; y si pertenecían a las generaciones a las
que se les prohibió el acceso académico al idioma propio, se colocaban
también en una situación de manifiesta inferioridad con respecto de aque-
llos nuevos funcionarios que durante su formación académica sí habían re-
cibido las enseñanzas de las lenguas propias (y que se les convalidaban a
efectos de traslado). Piénsese, por ejemplo, en alguien destinado en un
pueblo pequeño de Zaragoza que quisiera trasladarse a Galicia; no se dis-
cute la atribución de mérito al conocimiento del idioma propio, pero los
poderes públicos habrán de poner los medios suficientes para que ese juez,

67. Aprobado por Acuerdo del cgpj de 23 de octubre de 1991.
68. Reglamento aprobado por rd 429/1988, de 29 de abril.
69. Aprobado por rd 2003/1986, de 19 de septiembre, y modificado por rd 489/1994,

de 17 de marzo.
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funcionario, fiscal, etc. con su esfuerzo proporcionado pueda venir a esta
comunidad autónoma. No resulta razonable que se le exija cursar una li-
cenciatura para acreditar el conocimiento oral y escrito, cuando a los fun-
cionarios de la comunidad autónoma se les expiden certificaciones acredi-
tativas con un número relativo reducido de horas. Pero si no tiene acceso a
los cursos, ¿cómo lo va a aprender?

4) En cuarto lugar, se generaba y se genera un cierto sentimiento de
imposición que produce el efecto contrario al deseado. Toda imposición
lleva casi asegurado el rechazo y creo que hay maneras mucho más inteli-
gentes de fomentar —que es de lo que se trata en definitiva — el uso de la
lengua propia en el seno de la Administración de justicia. El otorgamiento
de seis años de antigüedad era una subversión del escalafón y nadie se po-
día permitir el lujo de desdeñar tanto tiempo otorgado.

Por supuesto que hubo impugnaciones a esas medidas. Así, el Tribunal
Supremo, en sus sentencias de 29 de abril de 1995 (rj 3478, 1995) y 7 de
noviembre del mismo año (rj 8131, 1995), anula el título III del Regla-
mento de la carrera judicial y el art. 33.7 del Reglamento de secretarios ju-
diciales, respectivamente, básicamente apoyado en dos ideas: de un lado, y
para el caso de los jueces, entiende que no se puede valorar más un cono-
cimiento extrajurídico —el conocimiento del idioma— que otro jurídico
(el del derecho foral);70 en segundo lugar, porque resultaba desproporcio-
nado en relación con el escalafón, toda vez que, en muchos casos, en la ad-
judicación de destinos sería determinante el conocimiento de la lengua
propia.

Como consecuencia de esas dos sentencias el cgpj rectifica y, por
Acuerdo de 25 de febrero de 1998, modifica el Reglamento 1/1995, de la
carrera judicial, estableciendo una escala incomprensible, al otorgar un año
de antigüedad añadida para la provisión de plazas de juez, dos años para la
provisión de plazas de magistrado en órganos unipersonales y tres años
para las plazas de magistrado en órganos colegiados. Si hubiese sido justo
en el orden inverso quizá hubiese sido más acertado, porque las necesida-
des de empleo de las lenguas propias, por las condiciones sociolingüísticas
existentes en nuestro territorio, van justamente en proporción inversa al
número de población, de suerte que en el medio rural es donde más acu-
ciante puede resultar esa necesidad, eso de un lado y, de otro, ni que decir
tiene que la intervención más directa con las partes, peritos, testigos, etc. se

70. Para el idioma se otorgaban seis años y para el conocimiento del derecho foral, tres
años.
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produce en la primera instancia, no en la segunda (audiencias provinciales
y tribunales superiores de justicia).

En el Reglamento de secretarios judiciales, pese a sufrir una reforma re-
ciente,71 no se ha hecho modificación alguna y mantiene anulado el art.
33.7, por lo que la provisión de vacantes se hace por criterios de antigüe-
dad escalafonal. No ha sucedido así con el Reglamento de oficiales, auxi-
liares y agentes de la Administración de justicia, el cual sufrió una notable
modificación como consecuencia de la asunción de competencias por las
comunidades autónomas en materia de justicia y de la necesaria instru-
mentación jurídica de ese nuevo marco. El nuevo reglamento,72 en su dis-
posición adicional segunda, aunque sin mencionar en su preámbulo las
sentencias del Tribunal Supremo aludidas, adopta una nueva regulación en
lo que atañe a la acreditación del conocimiento de la lengua propia y su ba-
remación. 

Por resumir, se podría decir que en todas las comunidades autónomas
con lengua propia se establecen tres niveles de conocimiento que, aunque
difieren en su nomenclatura de un territorio a otro, se podrían enumerar
como: un primer nivel básico, un nivel medio y un nivel superior. A estos
niveles se otorga, a efectos de ingreso en los respectivos cuerpos por pro-
moción interna, así como en los concursos de traslado para la provisión de
puestos, dos, cuatro y seis puntos respectivamente. La certificación corres-
pondiente (o certificado de homologación correspondiente), la expedirá la
propia comunidad autónoma, con indicación del nivel al que corresponde
si se aportasen otros títulos.

Dicha regulación ya ha sido objeto un de pronunciamiento por parte
del Tribunal Supremo en su Sentencia de 9 de febrero de 1999,73 convali-
dándose este nuevo escenario.

Haciendo mención expresa a sus anteriores sentencias referidas a jue-
ces y secretarios judiciales, el Tribunal Supremo establece: «El mérito de
conocimiento de la lengua oficial propia de la comunidad autónoma ha de
valorarse con un máximo de seis puntos [...] pero esta valoración es la má-
xima a alcanzar, puesto que la disposición adicional segunda del Regla-
mento, establece una graduación del mérito que nos ocupa de dos puntos,
cuatro puntos o seis puntos, según el nivel de conocimiento de que se tra-
te, graduación que impide que podamos considerar que la asignación al
mérito en cuestión de seis puntos en todos los casos supone hacer de dicho

71. rd 250/1996, de 16 de febrero.
72. Aprobado por rd 249/1996, de 16 de febrero.
73. sts, sala 3ª, de 9 de febrero de 1999 (rj 2068, 1999), recurso núm. 3541/96, fj 11.
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mérito el determinante de la adjudicación de la plaza en la mayoría de los
supuestos. El art. 54.9 y la disposición adicional segunda del Reglamento,
al graduar la valoración del mérito que se discute, se ajustan a lo prevenido
en el art. 471 de la lopj».

Disconforme con esta argumentación discurre el voto particular a esta
sentencia;74 en él se afirma que las sentencias que se dictaron referidas a los
jueces y secretarios no hicieron mención a que la desorbitada puntuación
lo fuera por exigir un conocimiento pleno y absoluto del idioma, y tampo-
co indicaron que pudiera existir licitud del precepto si se hubiese gradua-
do el conocimiento y la puntuación; en consecuencia, seguiría sin poder
admitirse la nueva regulación, en tanto que llegados a los seis puntos con-
tinuaría subsistiendo la discriminación.

Desde mi punto de vista, toda esta disquisición parte de un error de
raíz: no podemos analizar su legalidad desde la óptica de si produce o no
discriminación o perjuicios entre jueces, secretarios y demás funcionarios,
sino que hay que encuadrarlo en el seno de los derechos lingüísticos del
justiciable derivados de la cooficialidad que —por decisión constitucio-
nal— permite a los ciudadanos el uso de la lengua propia dentro del terri-
torio de su comunidad autónoma y que obliga a los poderes públicos (la
Administración de justicia, también) a que respeten y hagan efectiva esta
nueva situación. Para ello, habrá que adoptar las medidas oportunas.

Existe un derecho de uso de la lengua propia pero, correlativamente,
un deber prestacional por parte de la maquinaria judicial. No resultaría
acorde con el principio de cooficialidad que si todas las partes están de
acuerdo en utilizar la lengua propia como lengua vehicular procesal, hu-
biese que utilizar el castellano porque los miembros del juzgado no la com-
prenden o no la dominan suficientemente.

En definitiva, y por mucho que no nos guste o nos plazca, no queda
otra solución: hay que adaptarse al nuevo marco jurídico. Nadie se ha cues-
tionado el empleo de los medios informáticos cuando han llegado a la Ad-
ministración de justicia; nadie se cuestiona que haya que estudiar la nueva
Ley de enjuiciamiento civil en aquello que modifique los procesos con los
que trabajamos; no podríamos decir que «como en la oposición no se nos
exigieron conocimientos de informática» pudiéramos ahora ignorarla y ne-
garnos a utilizar los ordenadores. Los trabajadores que se rigen por el Es-
tatuto de 1980 tienen establecida en el art. 52.b una causa de extinción del
contrato cual es la de la falta de adaptación a las modificaciones técnicas

74. Voto particular que formula a la sts de 9 de febrero de 1999 (rj 2068, 1999) el ma-
gistrado Gustavo Lescure Martín.
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operadas en su puesto de trabajo cuando dichos cambios sean razonables.
Pues salvando el carácter de unos y otros, el poder judicial y todos sus fun-
cionarios han de adaptarse a la nueva situación.

Se suele enfrentar a estas ideas la cuestión capital de que estamos ante
cuerpos nacionales, con movilidad geográfica por todo el Estado y que 
—sobre todo en el caso de los jueces— supondría una ruptura de la idea
unitaria de justicia, ya que se derivaría hacia una cierta autonomización de
estos operadores jurídicos. Desde otro ángulo, debemos resaltar dos ideas:
de un lado, sería completamente irracional exigir en el proceso de ingre-
so de jueces o de los demás funcionarios el conocimiento de todas las len-
guas del Estado, porque entonces no estaríamos seleccionando operadores
jurídicos, sino lingüistas. De otro, no se puede pensar que en dos o tres cur-
sos de formación, de doscientas o trescientas horas en cómputo global, se
pueda llegar a dominar un idioma, sobre todo en lo que atañe a su vertien-
te escrita.

Sin embargo, no creo que sea imposible compaginar el principio de co-
oficialidad con el de cuerpos nacionales. Algunos elementos que quizá pu-
dieran coadyuvar a ello podrían ser:

• Establecimiento por parte de todas las comunidades autónomas con
lengua propia de un nivel básico «similar», con especial incidencia en el
lenguaje judicial, al que pudiera acceder con carácter previo o posterior al
ingreso en la Administración de justicia cualquier persona interesada en
obtener un puesto de trabajo en ese territorio, de forma que quien lo dese-
ara pudiera someterse, en exámenes regulares anuales y con programa y
contenido oficial, a las pruebas para la obtención de la correspondiente
acreditación oficial.

• Que ese conocimiento básico se viera apoyado, en la labor diaria de
tribunales y juzgados, por el cuerpo de traductores o servicio de traducción
creado al efecto.

• Que el conocimiento básico fuera mérito preferente, incluso por en-
cima del de la antigüedad, para la provisión de vacantes en un determina-
do territorio.

• Que el nivel de conocimiento fuera suficiente, al menos, para practi-
car un bilingüismo pasivo, esto es, aunque no se hable ni se escriba, al me-
nos se comprendan los mensajes recibidos en lengua propia.

• Para jueces y secretarios, desaparición del ascenso obligatorio, de
forma que quien se haya establecido en un determinado territorio y pre-
tenda ejercer su labor ahí no sea obligado a abandonarlo.

• Que ese conocimiento primario fuera perfeccionado con programas
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de formación posteriores y voluntarios, con cargo al horario de trabajo, y
que se incentivara el uso indistinto de las lenguas cooficiales, premiando el
esfuerzo tanto de los originarios de la comunidad autónoma con lengua
propia, como de los que provienen de otros territorios y se esfuerzan en el
deber de aprendizaje del idioma autónomo.

E. Registro mercantil

En lo que atañe al Registro mercantil, también se han producido fric-
ciones entre el Estado y las comunidades autónomas y, como consecuencia
de ello, concretamente el 26 de abril de 1990, el Consejo Ejecutivo de la
Generalidad de Cataluña promueve el conflicto positivo de competencia
registrado bajo el número 1080/90 y resuelto por la stc 87/1997,75 en el
que se impugnaba el contenido del art. 36.1 del Reglamento del Registro
mercantil entonces vigente.76

El texto impugnado establecía:

Esquematizadas, las alegaciones del demandante eran que:

1) Se invadía la competencia sobre la ordenación lingüística de Cata-
luña, al regular y establecer un régimen de lenguas en el Registro mercantil
(también para aquellos radicados en dicho territorio), privando al catalán
de los plenos efectos jurídicos de los que sí goza en otros ámbitos.

2) Se vulneraba la competencia de la Generalidad, al impedir el pro-
ceso de normalización lingüístico emprendido, toda vez que sustraía al Re-
gistro mercantil del mismo.

3) Se entendían conculcados los art. 3 de la Constitución española y
también el art. 3 del Estatuto de autonomía catalán, los cuales garantizaban
la cooficialidad lingüística; argumentaba la demandante que se primaba y
anteponía el castellano sobre el catalán.

75. stc 87/1997, de 24 de abril.
76. El Reglamento vigente en aquel entonces era el aprobado por rd 1597/1989, de 29

de diciembre; posteriormente fue reformado por rd 1784/1996, de 19 de julio, pero la re-
dacción del art. 36.1 se mantuvo intacta pese al recurso interpuesto y aún no resuelto a la fe-
cha de dicha modificación.
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4) Podrían derivarse de todo proceso de traducción graves perjuicios
para la seguridad jurídica y la fe pública registral, amén del retraso que se
podría producir como consecuencia de la misma. Se ponía asimismo de
manifiesto la paradoja en que se incurría toda vez que los documentos que
servían de base a la posterior inscripción sí podían estar redactados en ca-
talán; sin embargo, el asiento necesariamente habría de extenderse en cas-
tellano.

5) Se añadían los problemas relacionados con la publicidad formal
de los asientos, puesto que su redacción en castellano podría discriminar la
publicidad en otra lengua, máxime cuando la incorporación del documen-
to se llevaba a cabo a través de medios reprográficos o por lectores ópticos.

6) Se terminaba suplicando que el Tribunal declarase que la compe-
tencia para decidir el régimen lingüístico correspondía a la Generalidad y
que el precepto impugnado no era de aplicación en Cataluña.

Obsérvese que no se discutía la competencia estatal para dictar el Re-
glamento, ni la mayoría o determinados bloques de artículos que regulaban
el funcionamiento del Registro, sino muy concretamente el idioma en que
debían extenderse los asientos registrales.77

Como en otros conflictos similares, el Tribunal Constitucional trata de
buscar el equilibrio entre las competencias lingüísticas de las comunidades
autónomas y las competencias sectoriales del Estado. Declara el Tribunal
Constitucional que dicha compatibilidad ha de articularse de modo tal que
ni la competencia autonómica de normalización lingüística pueda conver-
tirse en un expediente que, enervando el orden constitucional de compe-
tencias, habilite a la comunidad autónoma, so capa de actuaciones de polí-
tica lingüística, en materias reservadas al Estado; ni tampoco, como reverso
de lo anterior, las competencias sectoriales del Estado puedan convertirse
en un obstáculo que bloquee o vacíe la competencia que sobre normaliza-
ción lingüística tiene la comunidad autónoma.78

La regulación del uso de la lengua en los registros mercantiles territo-
riales radicados en la comunidad autónoma debe respetar las cláusulas ge-
nerales relativas a la oficialidad y normalización de las lenguas, especial-
mente por lo que respecta a los derechos lingüísticos de los ciudadanos.79

Estos derechos «mínimos», según la propia stc 87/1987, son:

77. La competencia estatal, pacífica, viene atribuida tanto en el art. 149.1.8 como en el
art. 149.1.6, ambos de la ce.

78. stc 74/1989, fj 2º.
79. Alenza García, José Francisco, «Competencias lingüísticas y Registro mercantil: a
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a) Que los documentos redactados en catalán deben tener, a efectos
registrales mercantiles, la misma eficacia y validez que los redactados en
castellano.

b) Que los documentos expresados en catalán no pueden verse so-
metidos a ningún tipo de dificultad o retraso.

c) Que las certificaciones y demás comunicaciones relativas a los
asientos deben expedirse en la lengua oficial de elección del solicitante.

Habrá que examinar, por tanto, si el contenido del art. 36.1 del rrm,
conculca alguno de los derechos enumerados. El Tribunal Constitucional
concluye que ni el rrm ni ninguna otra norma obliga a quien presenta en el
Registro un documento redactado en catalán a traducirlo previamente al
castellano; será, en su caso, el registrador quien deberá u ordenará traducir-
lo a costa del Registro, pero el documento en principio despliega todos sus
efectos y servirá de base para la calificación e inscripción posterior. En con-
secuencia, misma validez y eficacia derivada del principio de cooficialidad.

En cuanto al temor de la demandante de que pudieran sufrir retrasos o
dificultades los documentos redactados en catalán, es una cuestión que es-
capa al precepto estudiado, toda vez que, en sí mismo considerado, el sis-
tema establecido por el art. 36.1 no produce necesariamente inseguridad
jurídica ni retrasos indebidos ni, por supuesto, alteración del orden de ac-
ceso al Registro respecto de los documentos escritos en castellano. Por ello,
desde la perspectiva propia del presente proceso constitucional basta con
advertir que si el Estado opta, como ha hecho a efectos de inscripción, por
la traducción de los documentos no redactados en castellano, deberá esta-
blecer los medios personales y materiales necesarios para que no se pro-
duzcan ni inseguridad jurídica ni retrasos (fj 6).

Por último, en cuanto a la publicidad formal de los asientos, tampoco
el artículo referido impide la expedición de certificaciones en el idioma ele-
gido por el solicitante. No obstante, como el propio Tribunal Constitucio-
nal reconoce, más problemas plantean las otras tres formas de publicidad
formal que establece el rrm (nota informativa, copia simple y acceso por
ordenador), al estar extendido el asiento en lengua castellana. El Tribunal
Constitucional, de nuevo, reconduce el problema a una mera cuestión de
medios materiales y humanos que puedan permitir el acceso en la lengua
deseada «con plena garantía y sin dilaciones».

Concluye el Tribunal Constitucional estableciendo que «el Estado es

propósito de la stc 87/1997, de 24 de abril», Actualidad Administrativa, núm. 30, agosto de
1998, pág. 659 a 690.
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competente para regular lo dispuesto en el art. 36.1 del rrm y que al ha-
cerlo en la forma en que lo ha hecho, no ha menoscabado la habilitación
que en materia lingüística posee la Generalidad de Cataluña».

A mi entender, si el Registro, pese a su titularidad estatal, está radicado
en un territorio con lengua cooficial propia y garantiza el acceso al mismo
en cualquiera de las lenguas cooficiales, ¿por qué no desde un principio ex-
tender el asiento en la lengua en que venga redactado el documento y ga-
rantizar su acceso en los mismos términos que expresa el Tribunal Consti-
tucional, tanto si el solicitante lo hace en una lengua u otra? Resumiendo:
se trata de establecer un sistema registral flexible que permita las inscrip-
ciones en alguna de las lenguas cooficiales, sin imposición al registrador.
Debería ser el ciudadano o la persona jurídica quien opte por la inscripción
en un idioma concreto. A favor de esta tesis creo que concurren dos razo-
nes. Por una parte, se respetaría hasta sus últimas consecuencias el princi-
pio de cooficialidad lingüística, siendo previsible y deseable que, en un fu-
turo no lejano, la inmensa mayoría de la población del territorio de una
determinada comunidad autónoma con lengua propia sea bilingüe, habrá
que dejar que la decisión de usar una y otra, en cada momento, la tomen los
ciudadanos, debiendo las administraciones, en su conjunto, estar prepara-
das para tal reto. La segunda justificación se refiere a la finalidad primor-
dial del Registro, que no es otra que la publicidad y constatación de deter-
minados datos de interés con trascendencia jurídica. Por razones obvias,
ésta se desplegará en la mayoría de las ocasiones dentro del territorio autó-
nomo y la excepción será la influencia más allá de los límites geográficos de
la comunidad; si la lengua propia es cooficial y la publicidad va a desplegar
sus mayores efectos dentro del territorio autónomo, no veo razón para que
se imponga al ciudadano la extensión de los asientos en castellano. Lo ra-
zonable sería lo contrario a lo que acontece y, en todo caso, siempre garan-
tizando a toda persona el acceso en el idioma que desee.

Es cierto que se ha facilitado la relación en el idioma elegido;80 es cier-
to también que la atención al público se hace en la lengua elegida, pero,
¿por qué no dar el último paso y dejar en manos del ciudadano la elección
del idioma de la inscripción?

80. A mero título de ejemplo: Resolución de la dgrn de 25 de septiembre de 1996, por
la que se aprueba la traducción de los modelos obligatorios de cuentas anuales a presentar en
los registros mercantiles para su depósito, en castellano/valenciano.
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F. Registro civil

En cuanto al Registro civil, el problema planteado era similar al que se
planteó ante el Registro mercantil: algunos ciudadanos pretendían que las
inscripciones se realizaran en el idioma propio. Por citar dos ejemplos, las
resoluciones de la dgrn de 5 de septiembre de 1998 y de 10 de enero de
199781 resuelven las pretensiones de unos padres gallegos que quieren que
se practique la inscripción de nacimiento de su hijo en gallego, y la de un
matrimonio de Valencia que pretende lo mismo respecto a su inscripción
de matrimonio. En ambas, la respuesta es negativa.

La argumentación gira en torno a la competencia estatal exclusiva para
la ordenación de los registros públicos. Sin embargo, al igual de lo que ocu-
rría ante el Registro mercantil, no es menos cierto que los ciudadanos pue-
den dirigirse al Registro civil mediante escritos en lengua propia y recibir
su respuesta en ella, que las órdenes ministeriales de 26 de mayo de 1988,
20 de julio de 1989 y 21 de enero de 1993 han puesto en vigor los corres-
pondientes modelos oficiales bilingües para todos los impresos relaciona-
dos con el Registro civil y que la circular de 1 de marzo de 1984 ha apro-
bado también un modelo bilingüe para la expedición de certificaciones
literales del Registro; entonces, ¿por qué no extender la propia inscripción
en lengua propia, cuando existen mecanismos de certificación bilingüe y el
contenido de las casillas o apartados a reseñar son de fácil y general cono-
cimiento? Volvemos a repetir lo dicho en cuanto al Registro mercantil: la
mayor parte de las certificaciones habrán de producir efecto dentro de la
comunidad autónoma y si, excepcionalmente, se precisase en lengua caste-
llana —se puede hacer sin mayores complicaciones— no acabo de enten-
der por qué no se pueden practicar las inscripciones en la lengua elegida
por el declarante. Si el fin último es que todos los ciudadanos dominen en
su forma oral y escrita las lenguas cooficiales,82 no creo que se me acuse de
que sería un caos que unas inscripciones estuvieran en una lengua y otras
en la cooficial.

Por último, en lo que atañe a la grafía de los apellidos, el art. 55 de la
lrc, en su redacción dada por la Ley 40/1999, de 5 de noviembre, permite
que por simple petición del interesado se regularicen ortográficamente los

81. Boletines de información del Ministerio de Justicia núm. 1845 y 1812-1813, pág.
1435 y 124, respectivamente.

82. Así se declara de una forma u otra en las leyes de normalización lingüística y repi-
ten una y otra vez los poderes políticos (el último ejemplo lo tenemos en lo que se ha venido
en llamar «Declaración de San Millán de la Cogolla»).
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apellidos para adecuarlos a la gramática y fonética de la lengua española
correspondiente. La cuestión se centra en determinar si un apellido con-
creto es originario del territorio autónomo en cuestión: si así sucede, se
permite su regularización y, en caso contrario, se deniega.83

Conclusiones

No resulta fácil extraer unas claras conclusiones de tanta litigiosidad
planteada a lo largo de todos estos años y establecer sencillas directrices en
torno a las lenguas de España, pero me atrevería a decir, desde la pruden-
cia, lo siguiente:

1. Que las lenguas no se pueden tratar como objetos materiales y re-
sultaría imposible querer conseguir una plena y absoluta igualdad entre
una y otra. No se pueden establecer cuotas de tiempo para la utilización de
las mismas; un reparto matemático de los documentos oficiales que han de
generarse en uno u otro idioma sería absurdo. 

2. Se puede y debe fomentar el uso indistinto de ellas, pero siempre
habrá una, la que sea, que será la habitual.

3. Sí es posible que en la enseñanza obligatoria se dedique a las len-
guas el mismo tiempo y, si fuera necesario, que se les atribuyan, a ambas,
muchas más horas lectivas.

4. Que la lengua vehicular en la enseñanza deben serlo también por
mitades una y otra, en cuanto sea posible, atendida la procedencia de los
alumnos, debiéndose en conferencia sectorial decidir unos mínimos aplica-
bles a todo el Estado y con unidad de criterio en lo que atañe al régimen de
exenciones tanto para el aprendizaje de la lengua, como para el aprendiza-
je en la lengua propia.

5. Que a partir de estas premisas, y después de haber garantizado a
todos el acceso al conocimiento de las lenguas cooficiales, debería regir el
principio, absoluto, de libertad de elección por parte de los ciudadanos,
por cuanto los poderes públicos deberían estar en condiciones, no sólo de
atender, sino de operar internamente en la lengua elegida, previéndose sis-
temas de resolución para casos de conflicto y garantizando siempre la tra-
ducción a quien lo desee.

83. Por todas, Resolución de la Dirección General de los Registros y del Notariado de
fecha 9 de diciembre de 2000, 2ª, bimj, núm. 1888, de 1 de marzo de 2001.
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Como declaración final, rechazo la imposición coactiva de cualquier
lengua; la relación entre las gentes y sus idiomas no es una mera cuestión
mecánica; en el fondo hay una relación de amor y orgullo propio. El desti-
no final de los idiomas lo tienen las gentes y, por mucha imposición que
exista, si el pueblo no quiere, una lengua morirá y, al revés, por mucho que
se empeñen en desplazar una lengua, si la gente la utiliza, ésta pervivirá a
través de los siglos. 

La cooficialidad lingüística es un reto posible.

—abstract /extracte—
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Coofficial language status:
a challenge that is achievable

José Manuel Vaamonde Fernández

Twenty-five years into our Constitu-
tion, language continues to be a sensi-
tive issue. The series of episodes that
have been generated because of lan-
guage, far from being settled and re-
solved, are a commonplace occurrence.
They enjoy a degree of transcendency
and repercussion in the public domain
that is lacking in other matters that are
quietly resolved every day in the courts.

Nevertheless, I believe that the num-
ber of people who consider the coexis-
tence of various languages in one terri-
tory a cause for confrontation is on the
decline. Rather, language coexistence is
accepted as an enriching phenomenon
derived from a multiplicity of unique
social characteristics. The constitution-
al framework we established to link ter-
ritory with language was not, and is
not, the only possible solution. It is sim-
ply the solution that a majority of us
chose at a specific historical point in
time. Future generations shall accept it
or modify it, just as we have done.

The regulation of language is built

Cooficialitat lingüística: 
un repte possible

José Manuel Vaamonde Fernández

Passats 25 anys de vigència de la
nostra Constitució, la qüestió lingüísti-
ca continua despertant moltes sensibili-
tats. La sèrie d’episodis generats a cau-
sa de les llengües no s’han solucionat,
ni de bon tros, continuen essent fre-
qüents i tenen una transcendència i re-
percussió pública que no es dóna en
altres qüestions que se solucionen cada
dia, sense estridències, als tribunals. 

Tanmateix, crec que cada vegada
són menys els que troben un motiu de
confrontació en la coexistència de dife-
rents llengües en un mateix territori, i la
majoria accepta aquest fet com un feno-
men enriquidor derivat de la pluralitat
d’idiosincràsies socials diverses. El marc
constitucional del qual ens hem dotat
per vertebrar territori i llengua no era ni
és l’única opció possible, senzillament
va ser la solució que vam escollir majo-
ritàriament en un determinat moment
històric i que les generacions futures
acolliran o modificaran, tal com hem fet
nosaltres amb el passat.

La regulació lingüística es constru-
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on the foundation of one official lan-
guage, Spanish, for the entire state, and
other coofficial languages covering a
smaller area, as determined by their re-
spective statutes of autonomy. The
duty to have a knowledge of Spanish is
advocated, something that does not oc-
cur with the other coofficial languages.
However, as we shall see, that duty is
not absolute, nor is that authority what
it appears to be. The official character
of the language is linked to a decision
made by the legislature, independently
of its reality and weight as a social phe-
nomenon, and is not limited exclusive-
ly to the relations of individuals with
public authorities. Rather, it is sup-
posed to allow for language to be used
as a means of access to all sorts of dy-
namic expression (news, cinema, the-
atre, radio, television, etc.). This leads
us to wonder whether and to what ex-
tent the government will be able to in-
tervene to guarantee this access in
those areas where the private sector is
absent.

Today, public authorities (any pub-
lic authority established in a territory
having a coofficial language regime)
can no longer cite a lack of human or
material resources as a reason for non-
compliance. They must fully guarantee
language pluralism by combining the
right to the actual exercise of a lan-
guage with the right to have equal ac-
cess to the civil service. Promoting a
knowledge of a coofficial language
among authorities and civil servants, or
requiring authorities and civil servants
to have such knowledge depends on
the specific job in question. However,
it is necessary to go one step further,
and not link the knowledge of the lan-
guage to the position, but rather to the

eix entorn d’una llengua oficial a tot
l’Estat, el castellà, i una altra o altres
llengües cooficials d’àmbit espacial més
reduït, determinades pels respectius es-
tatuts d’autonomia. Per a la primera es
predica el deure de coneixement, per a
les segones no. Però, tal com veurem
més endavant, ni aquell deure és ab-
solut, ni aquesta potestat és tal. L’ofi-
cialitat va lligada a una decisió del le-
gislador, independentment de la seva
realitat i del seu pes com a fenomen so-
cial, i no es limita exclusivament a les
relacions dels individus amb els poders
públics, sinó que ha de cobrir l’accés a
tot tipus de manifestacions vitals cana-
litzades a través de la llengua (informa-
ció, cinema, teatre, ràdio, televisió,
etc.), la qual cosa ens porta a preguntar
si les administracions hi podran inter-
venir, i fins on, per tal de garantir l’ac-
cés a les esmentades manifestacions en
cas que l’oferta privada no les cobreixi. 

Avui dia, els poders públics (tots els
poders públics radicats en territori de
règim de cooficialitat) no poden escu-
dar-se en la manca de mitjans humans o
materials i han de garantir de forma
plena el pluralisme lingüístic, tot conju-
gant el dret de l’efectiu exercici lingüís-
tic amb el dret d’accés en condicions
d’igualtat a la funció pública. Fomentar
o exigir el coneixement de les llengües
cooficials a autoritats i a funcionaris de-
pèn del lloc concret de treball, però cal
fer un pas més enllà i no fer-lo de-
pendre del lloc de treball sinó de l’elec-
ció de l’administrat.

Al sector de l’ensenyament cal recal-
car tres aspectes que corresponen a les
comunitats autònomes i que no poden
ser assumits per l’Administració cen-
tral: l’ensenyament de la llengua prò-
pia, la llengua pròpia com a llengua ve-
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choice of the person using the services
of the administrative authority.

In the teaching field, we must high-
light three aspects that correspond to
the autonomous communities that
cannot be taken away by the central
government: the teaching of the au-
tochthonous language, the autochtho-
nous language as a common language,
and a schedule of exemptions for both.

The justice system deserves special
mention. Undoubtedly, this is the
branch of government that is proving
to be most impermeable to the cooffi-
cial use of language. If you allow me the
turn of phrase, “a certain amount of
stage fright” prevents the users of the
justice system from freely exercising
their language rights. Lawyers, experts,
civil servants, judges and magistrates,
whether it be out of convenience, lack
of proper training or other reasons that
will be set forth, end up using the lan-
guage in which they have the greatest
mastery, the language in which they re-
ceived their legal training. There is a
right to use the autochthonous lan-
guage and the legal machinery has the
duty to lend itself to those exercising
such a right. If all the parties agreed to
use the autochthonous language as a
common language for legal proceed-
ings, and it became necessary to use
Spanish because the members of the
court did not understand or have suffi-
cient mastery of the autochthonous lan-
guage, this would not be in accordance
with the principle of coofficial status.
Nor can a trial be held in Spanish be-
cause it is argued that a party’s lack of
knowledge of the language of the au-
tonomous region amounts to a state of
defenselessness; the two have nothing
to do with each other.

hicular i el règim d’exempcions d’amb-
dues.

L’Administració de justícia mereix
un capítol a part. És sens dubte el po-
der que està demostrant una imper-
meabilitat més gran a la cooficialitat
lingüística. Si se’m permet l’expressió,
«una certa por escènica», en ocasions,
impedeix als justiciables exercitar lliu-
rement els seus drets lingüístics; advo-
cats, pèrits, funcionaris, jutges i magis-
trats, bé per comoditat, manca de
formació adequada o per altres raons
que s’exposaran, acaben emprant la
llengua que dominen més i en la qual
han rebut la seva formació jurídica.
Existeix un dret d’ús de la llengua prò-
pia i un dret prestacional per part de la
maquinària judicial. No s’adiria amb el
principi de cooficialitat, que si totes les
parts estan d’acord a utilitzar la llengua
pròpia com a llengua vehicular proces-
sal, calgués utilitzar el castellà perquè
els membres del jutjat no la comprenen
o no la dominen suficientment. Tam-
poc no es pot abocar el procés al cas-
tellà, tot insistint en la indefensió que
genera el desconeixement de la llengua
autonòmica, ja que un extrem no té res
a veure amb l’altre. 


